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    PRESENTACIÓN


    ESTE LIBRO FORMA PARTE DE UNA COLECCIÓN DE 16 VOLÚMENES en los cuales se analizan los grandes problemas de México al comenzar el siglo XXI y se sugieren algunas ideas acerca de las tendencias de su desarrollo en el futuro cercano. La realización de este proyecto ha sido posible gracias a la colaboración de un grupo de investigadores, quienes con su experiencia académica enriquecen el conocimiento en torno a la situación actual de nuestro país. Los temas que se abordan son: población, desarrollo urbano y regional, migraciones internacionales, medio ambiente, desigualdad social, movimientos sociales, educación, relaciones de género, economía, relaciones internacionales, políticas públicas, instituciones y procesos políticos, seguridad nacional y seguridad interior, y culturas e identidades. El Colegio de México continúa así su tradición de publicar obras colectivas y multidisciplinarias para comprender mejor la sociedad mexicana y los problemas que enfrenta hoy día. Ésta es nuestra manera de participar, desde el ámbito académico, en la conmemoración del bicentenario de la Independencia y el centenario de la Revolución. Agradecemos a la Secretaría de Educación Pública el apoyo para la realización de este proyecto.

  


  
    INTRODUCCIÓN GENERAL


    POLÍTICAS PÚBLICAS Y DÉFICIT DE CAPACIDAD ESTATAL


    Como es sabido, de finales del siglo XX a la fecha, la estructura política mexicana ha experimentado importantes cambios. En síntesis, podría decirse que a partir de 1997 el sistema de partido dominante y presidencia fuerte fue sustituido por uno de gobierno dividido y presidencia débil.[1] Estos cambios fueron producto de la creciente democratización del país en los años ochenta y noventa, que trajo beneficios significativos, como mayores libertades y representatividad política. Sin embargo, todo parece indicar que ella redujo también la capacidad del Estado para efectuar los cambios y las políticas que el país requiere. En otras palabras, México se democratizó, pero no ha logrado hasta ahora acceder a una democracia efectiva.


    Por ello, el presente volumen tiene como objetivo analizar la naturaleza del Estado mexicano actual y su capacidad para proveer bienes públicos por medio de políticas públicas. Por ser parte de una serie editorial, el volumen trata sólo algunas políticas. Sin embargo, considero que sus diversos capítulos permiten realizar una evaluación general de la naturaleza y capacidad estatales.


    Este capítulo introductorio tiene por objetivo presentar dicha evaluación, para lo cual se divide en tres partes. En la primera se presentan breves resúmenes de cada uno de los capítulos. En la segunda se desarrolla, con base en dichos capítulos y consideraciones adicionales del coordinador, una reflexión sobre las políticas públicas y el Estado en México. Se concluye que éste es “débil” y sufre un importante déficit de capacidad que pone en peligro la sustentabilidad del sistema democrático y que superarlo es el principal reto del país. La tercera y última parte del capítulo presenta una reflexión general sobre las posibles vías para aumentar la capacidad estatal en un marco democrático, a partir del concepto de ingeniería institucional.


    CONTENIDO Y ORGANIZACIÓN DEL VOLUMEN


    El volumen contiene trece capítulos, divididos en cuatro partes, que abordan desde diversos ángulos la naturaleza y capacidad del Estado mexicano para formular e implementar políticas públicas. La primera parte trata aspectos del marco institucional de las políticas públicas, como las relaciones entre el Ejecutivo y el Legislativo, la evolución del tamaño y naturaleza del Estado, la planeación y la evaluación. La segunda parte del libro se enfoca en las políticas de modernización y el estado general de la administración pública federal centralizada. La tercera parte incluye capítulos sobre algunas organizaciones y políticas en ámbitos nacionales distintos a la burocracia central, esto es, la administración pública federal descentralizada y la sociedad civil. La cuarta y última parte se refiere al estado de la relación entre las esferas federal, estatal y local y su impacto en las políticas públicas.


    Aunque no se define explícitamente, el concepto de política pública utilizado en el volumen es el de un paquete de acciones del Estado (en sentido amplio) dirigido a resolver un problema público, que por lo tanto va más allá de una mera decisión pública (Méndez, 1993). Sin embargo, los diversos capítulos muestran a la vez que las políticas públicas en la realidad son “blancos en movimiento”; esto es, procesos complejos e iterativos en los que los problemas públicos y los objetivos gubernamentales suelen ser vagos e inestables y en los que la agenda, el diagnóstico, la formulación y la implementación de políticas no constituyen etapas lineales o nítidas, sino funciones que frecuentemente se traslapan.


    En síntesis, considero que el conjunto de capítulos del presente volumen muestra que existe un serio déficit de capacidad estatal en nuestro país. De los textos emerge el panorama de un Estado más democrático (Méndez) y reducido (Alberro), con un Congreso y un Poder Ejecutivo que desarrollan cambios graduales para enfrentar algunos problemas públicos (Nacif), pero donde la planeación se hace inadecuadamente (Vásquez), la evaluación es incipiente (González), las reformas de profesionalización y de acceso a la información pública han sido eludidas, minimizadas o bloqueadas (Méndez y Guerrero), la rendición de cuentas es muy deficiente (Dussauge), no ha sido posible desarrollar diversas reformas de fondo y políticas públicas que el país requiere (Rousseau y Brachet-Márquez), la cooperación entre el Estado y las organizaciones de la sociedad civil es muy baja (Tapia) y el diseño de la estructura federal dificulta la adecuada provisión de políticas y servicios (Ugalde y Flamand).


    En el primer capítulo, Benito Nacif aborda la relación entre el Ejecutivo y el Legislativo en los regímenes presidenciales, la cual indudablemente impacta la capacidad del Estado para formular políticas públicas. El autor argumenta que el proceso de apertura política y creciente competencia electoral alteraron el balance político entre ambos poderes, redefiniendo sus papeles en el proceso legislativo. Antes, las iniciativas de ley provenían del Presidente —quien, por lo tanto, dictaba las directrices de las políticas públicas; ahora emergen del Congreso y, en especial, de los partidos de oposición. Con todo, a pesar de la notoria pérdida de control legislativo del Presidente, en opinión de Nacif la capacidad del Estado para configurar cambios de política no disminuyó. El autor aplica y ajusta el modelo del votante mediano para analizar la primera etapa del proceso legislativo: en presencia de un conjunto de partidos altamente disciplinados que comparten el poder de decisión mediante la regla de mayoría, las iniciativas aprobadas necesariamente reflejan la política preferida por el partido mediano. Por otro lado, en la segunda etapa del proceso legislativo, el gobierno dividido implica que el Congreso obliga al Presidente a aceptar propuestas bajo la lógica de “tómalo o déjalo”, lo cual disminuye la capacidad legislativa del Ejecutivo. Concluye que “al conjuntar estas dos etapas aparece un sistema que mueve las políticas de posiciones extremas a posiciones centristas o moderadas”.


    Enseguida, Irina Alberro describe las diferentes fases de la evolución de la administración pública federal en México, a partir del papel que ha desempeñado el Estado en el desarrollo económico. De la década de los años treinta a la de los setenta se observó un crecimiento en el tamaño del Estado y el presupuesto público. De acuerdo con Alberro, este desmesurado crecimiento se deriva de las tesis keynesianas, que otorgan al Estado un papel central en el desarrollo económico de los países: el Estado no sólo promueve el desarrollo, sino que lo dirige, convirtiéndose así en el actor protagónico de la economía. En los años ochenta, se cuestionaría este protagonismo y la necesidad de desregular la economía se traduciría en una importante disminución del tamaño del Estado. A mediados de los noventa, la democratización alcanza a la administración pública: se inicia una segunda generación de reformas, que incluirá el combate a la corrupción, la profesionalización, la evaluación y, más adelante, el acceso a la información. En esta fase se expresa la voluntad de reestablecer el vínculo de confianza entre la población y el gobierno. De esta forma, para Alberro el Estado y la administración pública observaron cambios en su tamaño y naturaleza, sobre todo en función de las diferentes visiones sobre el papel que el Estado debe desempeñar en la economía.


    El capítulo de Pedro Vásquez Colmenares discute los problemas del diseño institucional para la planeación del desarrollo en México. En primer lugar, la diacronía temporal del mismo: el Presidente elabora el Plan Nacional de Desarrollo (PND) dentro del marco sexenal de su mandato, pero la ley fija una rendición anual de cuentas. Ello resulta en informes anuales desvinculados de los objetivos del Plan, a la vez que restringe la planeación a una visión sexenal. En segundo lugar, no existen mecanismos para una planeación coordinada entre la Federación, los estados y los municipios, por lo que la planeación local y estatal no están alineadas a la visión nacional. En tercer lugar, existe una desarticulación entre el Congreso y el Poder Ejecutivo: la definición de los objetivos del desarrollo es responsabilidad del Presidente, pero posteriormente son sometidos a la discusión y aprobación de la Cámara de Diputados, que tiene la facultad de alterar el PND sin tener que responsabilizarse de los cambios. Por otro lado, la sociedad es en la realidad excluida del proceso de planeación, ya que los foros de consulta, argumenta el autor, son apenas rituales retóricos de auscultación de la opinión pública que no la involucran en la formulación de las políticas del desarrollo. A partir de estas críticas, Vásquez Colmenares propone reformas que aseguren una visión de largo plazo, permitan evaluar los programas, asignar el presupuesto con base en sus resultados, sancionar el incumplimiento y, finalmente, integren a la federación, los estados, los municipios, el sector privado y la ciudadanía en la formulación y el monitoreo conjunto del desarrollo nacional.


    En el último capítulo de esta parte, Javier González analiza las fortalezas y debilidades de nuestro sistema de evaluación de los programas gubernamentales. Entre las primeras se encuentran una amplia infraestructura institucional para a la evaluación gubernamental —como las secretarías de Hacienda y de Función Pública y los Lineamientos Generales para la Evaluación de Programas de la Administración Pública Federal—, la inclusión en la evaluación de actores ajenos a las dependencias gubernamentales y una mayor rendición horizontal y vertical de cuentas. Sin embargo, entre las debilidades menciona la existencia de un conjunto de actores con atribuciones, enfoques, objetivos y técnicas muy variados y, en algunos casos, contradictorios. Así, no existen políticas de evaluación coherentes, sino un sistema fragmentado e incompleto que camina en diferentes direcciones. Además, la evaluación de políticas y programas no viene acompañada de sistemas de incentivos que faciliten el aprendizaje organizacional y político; por lo tanto, la información que se desprende de los análisis frecuentemente no es utilizada. Por ejemplo, el Poder Legislativo no usa la información para discutir y aprobar el presupuesto. Los ciudadanos también debieran usar la evaluación en mayor medida, pero para ello se necesita fomentar un mayor acceso a la información.


    La segunda parte del volumen inicia con el capítulo de José Luis Méndez, que ofrece un análisis del proceso de aceptación, formulación e implementación del servicio profesional de carrera en el ámbito federal. Siguiendo a Kingdon, el autor explica que la aprobación de la ley de servicio profesional en 2003 fue resultado de la conjunción de tres flujos: el de los problemas —corrupción, ineficiencia y clientelismo—; el de las soluciones —una propuesta que combinó la profesionalización con la nueva gerencia pública— y el político —la combinación de cierta presión para la aprobación de reformas y una coalición impulsora que actuó estratégicamente. Sin embargo, Méndez argumenta que durante el mandato de Vicente Fox la reforma se ejecutó de manera ineficiente e incompleta, debido a la centralización y micro-administración excesivas, así como a la falta de participación ciudadana. Describe por otra parte como el gobierno de Felipe Calderón eludió la ley para realizar un amplio número de nombramientos sin concurso. En función de lo anterior, el autor recomienda que la construcción de un servicio profesional se haga a partir de la consolidación de los elementos básicos del mismo, como el ingreso por concurso, para posteriormente ir desarrollando otros aspectos más complejos, como la evaluación del desempeño.


    En el segundo capítulo de esta parte, Mauricio Dussauge ofrece una revisión de la política de combate a la corrupción y del sistema de rendición de cuentas en México durante el periodo 1982-2009. Dussauge inicia su análisis con un breve repaso histórico del problema de la corrupción y a continuación describe el proceso de creación de la Secretaría de la Función Pública (SFP) —encargada de supervisar el cumplimiento de la normatividad del uso de los recursos federales— y la Auditoria Superior de la Federación, y del desarrollo de la normatividad para combatir este problema. En opinión del autor, el reto en esta materia no está en crear más leyes, sino en ajustar y generar cambios en las instituciones, la normatividad y las prácticas administrativas ya existentes. Critica la falta de autonomía de las instituciones mencionadas, su baja profesionalización y, en general, su mal desempeño. Además, propone generar una evaluación sistemática que ofrezca evidencia sobre los resultados de las políticas contra la corrupción; desarrollar un vínculo entre el acceso a la información pública y la rendición de cuentas; la profesionalización administrativa, y el mayor cumplimiento de las normas y cambios, así como la participación de la sociedad civil en la vigilancia del gobierno, para que los cambios no provengan del Estado, sino de los gobernados. Dussauge concluye que el entramado institucional logrado con las reformas permanece inacabado, lleno de imperfecciones en su diseño y funcionamiento, si bien es un esfuerzo congruente con un régimen democrático y apegado a derecho.


    El tercer capítulo de esta parte está a cargo de Manuel Guerrero. El autor argumenta que la transparencia y el acceso a la información pública son condiciones necesarias —pero no suficientes— para garantizar el buen desempeño gubernamental, la disminución de la corrupción y el desarrollo de la rendición de cuentas. Guerrero hace un recuento histórico de la reforma al artículo 6 constitucional —que garantizó el derecho a la información—, la aprobación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, de su reglamento y de la creación del Instituto Federal de Acceso a la Información, encargado de promover el ejercicio del derecho de acceso a la información y proteger los datos personales. Estas reformas permiten que el ciudadano conozca y evalúe las actividades de las autoridades. A pesar de ello, añade el autor, es urgente superar las limitaciones de esta reforma, como la práctica frecuente entre las instituciones de no documentar sus actos, que les permite declarar la inexistencia de la información. Por otro lado, es pertinente continuar con legislación secundaria que especifique, en mayor medida, los lineamientos de la Ley de transparencia. El autor también argumenta a favor de la profesionalización de los institutos de transparencia y la inclusión, en el marco de esta Ley, de los grandes ausentes: los sindicatos y partidos políticos. De esta forma, concluye Guerrero, se podrá “transformar al individuo en ciudadano y a los empleados en servidores públicos”.


    La tercera parte del volumen inicia con el capítulo escrito por Isa­belle Rousseau sobre la política petrolera en México. La autora señala que ésta se ha definido a partir del desarrollo de Pemex como un pilar económico del país, lo que ha restringido su capacidad de mantenimiento, inversión y exploración. En una primera etapa, de finales de los años treinta hasta mediados de los setenta, Pemex fue cimiento de la industrialización. En 1977, debido al descubrimiento de nuevos yacimientos y al alza de precios del crudo, la empresa se vuelve la garantía del crédito internacional. A pesar de que López Portillo logró actualizarla tecnológicamente, lo que elevó su plataforma de producción y consiguió la reanudación de exportaciones, su carácter de instrumento financiero empujó a la empresa a una enorme deuda. Posteriormente será reestructurada a partir de acciones como la determinación de precios basada en costos de oportunidad, una mayor competencia, la internacionalización y descentralización y una privatización de sus actividades periféricas. Sin embargo, Rousseau señala que si bien el petróleo sigue representando la primera fuente de ingresos fiscales federales —37% de ellos provienen de Pemex—, el entorno crecientemente competitivo la ha exigido modernizarse. Hacerlo, sin embargo, ha resultado muy difícil, debido a su régimen jurídico, así como el régimen fiscal y el sistema político en el que se inscribe. La autora analiza la reforma del sector energético propuesta por el presidente Felipe Calderón y concluye que si bien se aprobó una reforma, ésta fue muy diferente a la propuesta por el Presidente y resultó insuficiente por varias razones, entre ellas porque dejó varias lagunas legales.


    En el segundo capítulo de esta tercera parte, Viviane Brachet-Márquez argumenta que desde 1917 no ha existido una política de salud, ya que más bien ha coexistido un cambiante conjunto de acciones sanitarias no coordinadas, emitidas por distintas dependencias públicas. Así, el entramado institucional sanitario de México ha derivado en responsabilidades paralelas y traslapadas que, a menudo, se vuelven conflictivas. Las dificultades en la comunicación y en la administración, determinadas por el diseño institucional, han tenido como consecuencia una profunda inequidad en la distribución de los servicios de salud en la población. Los gobiernos de la década de los ochenta intentarían configurar un sistema de salud más integrado, pero sin éxito. Más recientemente, durante el gobierno de Vicente Fox, se creó el Seguro Popular, a fin de proveer servicios de salud a la población no asegurada. La autora indica que si bien el Seguro Popular tiene el propósito de cerrar la brecha intersectorial de la salud, no ha solucionado la inequidad estructural del este sistema. En general, la segmentación entre subsistemas de salud ha causado una desigualdad en la distribución de recursos. Brachet-Márquez indica, por ejemplo, que se ha gastado cuatro veces más en el sector asegurado que en el no asegurado, lo que hace que la población asegurada se muestre reticente a integrarse en un mismo sistema con la población más vulnerable. La autora señala que los recursos del sector salud han disminuido, lo que, junto con la política sindical, hace muy difícil una reforma estructural del sistema. Sugiere que, debido a la imposibilidad de integrar los servicios de los asegurados y los de los no asegurados, una solución podría ser coordinar la política de salud con la económica.


    En el tercer capítulo de esta parte, Irma Méndez estudia la evolución de la política electoral y el Instituto Federal Electoral (IFE). Dicha política, nos dice la autora, ha jugado un papel central en la transición democrática del país. Tras un análisis de las reformas electorales, indica que el país transitó de una política electoral gubernamental —esto es, definida y configurada por el Poder Ejecutivo— a una política electoral pública que incluye la participación de varios actores políticos, dotada así de pluralidad y legitimidad. El carácter público de la política electoral se vio reforzado con la independencia y autonomía del IFE. Sin embargo, la autora indica que las polémicas elecciones del año 2006 erosionarían la confianza ciudadana en esta institución. Ello, entre otras razones, llevó a una nueva reforma que abarcó numerosos aspectos del proceso electoral. Sin embargo, esta reforma fue muy polémica, sobre todo porque afectó la institucionalidad del organismo electoral. Méndez señala que hoy en día el IFE se enfrenta a diversos retos, como institucionalizar las facultades y alcances de la intervención del Consejo General —para evitar zonas de confusión que, como dicta la experiencia del último periodo post-electoral, suelen traducirse en actitudes de sospecha— y, en esta misma línea, detallar claramente las facultades y obligaciones de los consejeros electorales. Además de ello, será necesario generar mecanismos de corresponsabilidad con los partidos políticos, que logren limitar la intrusión de éstos dentro del organismo, así como fortalecer la transparencia de las sentencias del Tribunal Electoral.


    En el último capítulo de esta parte, Mónica Tapia realiza un diagnóstico del estado de las organizaciones de la sociedad civil (OSC) en México, al tiempo que describe su interacción con el gobierno en la formulación, implementación y evaluación de políticas públicas. La autora muestra cómo la fragilidad y baja participación en las políticas de las OSC nace de su acceso restringido a los recursos públicos. Por ejemplo, con frecuencia observan una baja profesionalización que les dificulta conocer y contribuir al diseño de programas públicos o a la provisión de bienes y servicios. Sin embargo, no es sólo la escasez de financiamiento lo que las hace vulnerables, sino la ya tradicional relación de clientelismo con el gobierno: el acceso a los recursos públicos, comenta Tapia, depende de la relación personal entre las OSC y las autoridades encargadas de asignar el financiamiento. Con todo, la democratización ha establecido procesos que brindan mayor certeza para el acceso a los recursos públicos, lo que ha sido aprovechado por algunas OSC. Con el propósito de reducir el desconocimiento sobre el trabajo de estas organizaciones —otra de las causas de su limitada interacción con el gobierno y de la desconfianza de la ciudadanía hacia sus esfuerzos—, Tapia subraya cinco de sus funciones, a saber: fomentan la transparencia y la rendición de cuentas del gobierno; contribuyen a garantizar el ejercicio y la protección de los derechos humanos; aportan en la formulación, el financiamiento y la prestación de servicios públicos; promueven la participación de los sectores marginados en las políticas públicas y, por último, incorporan a más actores privados en la esfera pública.


    La cuarta parte de este volumen inicia con el capítulo de Vicente Ugalde, quien aborda el tema de las relaciones intergubernamentales y su impacto en algunas políticas públicas. Ugalde estudia este tema a través de dos aspectos de la distribución de competencias entre ámbitos de gobierno: las reformas constitucionales y el Poder Judicial. El federalismo mexicano, comenta el autor, establece la soberanía dual del gobierno federal y el gobierno estatal. Si bien la Constitución distribuye las competencias de cada ámbito, surgen conflictos que hacen imperativa la intervención de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN). El autor indica que la disposición constitucional que establece que aquellas facultades no expresamente concedidas al ámbito federal están reservadas a los estados se ha prestado a interpretaciones tanto centralizadoras como descentralizadoras. Así, innumerables reformas han provocado una acumulación de criterios contrarios que ha derivado en diversos conflictos. Ugalde indica que una política donde esta confusión y conflicto se ha dado es la ambiental, ya que ésta se vincula con las políticas de salubridad —basada en principios centralizadores— y de asentamientos humanos —más descentralizada—, lo cual ha impedido la aplicación de un criterio claro y una operación eficiente. Debido a esta ambigüedad, la SCJN ha intervenido en controversias constitucionales de invasión de competencias, promovidas principalmente por los municipios contra los estados o la Federación. Ugalde argumenta que, si bien no carece de problemas, esta intervención representa un avance en las relaciones intergubernamentales debido a que existe una arena oficial de resolución de conflictos, lo que puede gradualmente institucionalizar las relaciones entre los ámbitos de gobierno.


    En el último capítulo del libro, Laura Flamand trata el tema del federalismo y la descentralización. Describe cómo en los años ochenta se dieron reformas que concedieron a los municipios mayores facultades. Asimismo, se dieron cambios en las instituciones formales que han llevado a que los estados promuevan iniciativas de leyes federales con mayor frecuencia; además, éstos no dudan en utilizar el recurso de la controversia constitucional para proteger sus esferas de competencia. Por otro lado, se ha dado un incremento en los ingresos estatales. Sin embargo, señala la autora, los gobiernos estatales mantienen una relación de fuerte dependencia con la Federación que limita su autonomía, especialmente en relación con el gasto. Flamand agrega que el incremento en recursos ha resultado insuficiente. Así, aunque el país ha asistido a un proceso de descentralización en las dos últimas décadas que ha modificado sustancialmente las relaciones intergubernamentales, los estados aún se enfrentan al reto de la provisión eficiente de bienes y servicios que, en última instancia, depende de la coordinación intergubernamental. En síntesis, con la democracia, los gobiernos estatales se han convertido en actores influyentes en la configuración de algunas políticas como la fiscal. Sin embargo, a pesar de esta creciente notoriedad, la descentralización está lejos de traducirse en un incremento en la autonomía de los estados. Debido al diseño mismo de la estructura federal y, a veces, a la carencia de recursos para la provisión efectiva de servicios, las entidades federativas han visto limitada su participación en la formulación e implementación de las políticas públicas.


    UNA RADIOGRAFÍA DEL ESTADO MEXICANO ACTUAL


    En los últimos 25 años, México, como otros países de América Latina, buscó realizar varias reformas dirigidas a limitar o dividir el poder estatal: la privatización, la democratización, la descentralización y la modernización gubernamental.


    Los análisis contenidos en el presente volumen permiten notar al menos tres rasgos de estas reformas en nuestro país. Primero, han avanzado en forma desigual. Segundo, algunos de sus beneficios esperados no se han dado. Y, tercero, algunas de ellas han tenido consecuencias imprevistas.


    Así, mientras que los capítulos de Benito Nacif e Irma Méndez, por un lado, y el de Irina Alberro, por el otro, permiten observar que la democratización y la privatización han avanzado significativamente en las últimas décadas, los capítulos de Laura Flamand, Vicente Ugalde, José Luis Méndez, Mauricio Dussauge y Javier González muestran que la descentralización y, sobre todo, la modernización, se han rezagado.


    Así, en la década de los ochenta, la privatización de empresas públicas alcanzó un auge. Como señala Alberro, en 1982 existían 1 115 empresas públicas en México, pero para 1988 quedaban tan solo 412. A la vez, en cuanto a la democratización, en 1989 nació el Instituto Federal Electoral como organismo autónomo electoral, en tanto que en los años noventa ya existían en el país diversos partidos políticos y una intensa competencia electoral.


    Sin embargo, por otro lado, el proceso de descentralización se ha dado en forma limitada, inestable y parcial. Además, los importantes avances institucionales que ocurrieron durante el sexenio de Vicente Fox en materia de lucha contra la corrupción, profesionalización y acceso a la información gubernamental han sido eludidos, minimizados o bloqueados en el gobierno de Felipe Calderón.[2] Así, en general, hoy en día podemos observar una burocracia poco profesional, una rendición de cuentas insuficiente y un sistema federal que no facilita la provisión eficiente de programas y servicios, todo lo cual está afectando seriamente la eficacia de diversas políticas públicas.


    El segundo rasgo de las reformas es que no se han materializado varios de los beneficios que se esperaban de ellas. La privatización no parece haber mejorado significativamente la calidad y precio de los bienes y servicios, ni haber impulsado el crecimiento y la competitividad de la economía, al menos en la medida en que se requiere. Por su parte, la democratización, si bien, como ya dijimos, trajo beneficios importantes, no parece estar promoviendo lo suficiente el debate social de los asuntos públicos, la rendición de cuentas o una adecuada representación política. Finalmente, la descentralización ha implicado cierto aumento de la participación en los asuntos nacionales de las autoridades regionales, en especial de los gobernadores, pero no parece haber incrementado el grado de responsabilidad y cercanía de éstos con sus representados o haber aumentado la efectividad de las políticas públicas. En otro trabajo (Méndez, 1998) he argumentado que el proceso de descentralización de México no ha involucrado la creación de instancias adecuadas de coordinación intergubernamental, indispensables para la adecuada provisión de bienes y servicios públicos.


    En cuanto al tercer y último rasgo, las reformas, especialmente las tres que se han realizado en mayor medida, han tenido algunas consecuencias que quizá no se consideraron cuando se plantearon. Dos son especialmente relevantes: la incapacidad para realizar reformas de fondo y el fortalecimiento de diversos “poderes fácticos”. Con respecto a la primera, es cierto que el marco de gobierno dividido al que hemos transitado ha permitido aprobar algunos cambios legales importantes (en materia fiscal, energética, judicial y pensionaria), incrementar la producción legislativa y, en general, mantener hasta cierto punto el funcionamiento de los programas, políticas y servicios públicos. Sin embargo, en trece años de gobierno dividido se han logrado realizar las “reformas posibles”, pero no las reformas necesarias para un país en desarrollo que tiene múltiples y graves problemas y que además hoy en día se encuentra en el marco de una intensa competencia global.


    Así, por ejemplo, si bien se han realizado algunos cambios en materia fiscal, éstos no han aumentado significativamente la base fiscal del Estado mexicano, que sigue siendo muy baja en comparación con la de otras naciones latinoamericanas (además de que contiene diversos privilegios y lagunas que facilitan la evasión). Esta carencia de recursos ha sido un factor importante detrás de la deficiencia de diversos servicios, como Brachet-Márquez muestra claramente en el caso de la política de salud. La reducida base fiscal se ha compensado relativamente con los ingresos petroleros, pero, como señala Rousseau, Pemex no ha podido modernizarse; en general, el “venero” petrolero ha representado tanto una ventaja como una desventaja: ha permitido aumentar la reducida base fiscal, pero ha favorecido el “rentismo”, el clientelismo y la improductividad, así como una incertidumbre y fragilidad estructural que incide negativamente sobre la profesionalización, planeación y rendición de cuentas del Estado y las políticas públicas.[3] En cuanto a las pensiones, si bien la reforma de la Ley del ISSSTE significó un respiro, no representa una solución duradera a lo que parece ser una bomba de tiempo financiera.


    Además, no ha sido posible aprobar otras reformas cruciales, como la reforma laboral. La fracción parlamentaria del Partido Acción Nacional presentó en marzo una iniciativa de reforma laboral, que en buena medida se elaboró en la Secretaría del Trabajo, la cual contiene cambios importantes como el voto libre y secreto y la rendición de cuentas en los sindicatos (si bien también tiene limitaciones, ya que, por ejemplo, excluye de estos cambios a los sindicatos públicos). En todo caso, esta iniciativa muy pronto fue rechazada por los representantes sindicales de las fracciones del PRI y el PRD en la Cámara de Diputados (El Universal, 24 de marzo de 2010). Tanto el gobierno de Ernesto Zedillo como el de Vicente Fox fracasaron en su objetivo de aprobar una reforma laboral y, por desgracia, es probable que la propuesta por Calderón corra la misma suerte. En síntesis, hasta ahora no ha sido posible pasar de la legislación laboral de tipo corporativo y rígido que México tiene desde mediados del siglo pasado a una que concilie de mejor forma la productividad y la justicia laboral en el marco de las condiciones de la competencia global actual.


    En el ámbito político, el presidente Calderón presentó en diciembre de 2009 una propuesta de reforma, que incluyó diez propuestas que fortalecerían el papel del Ejecutivo y de los ciudadanos en el proceso político. Sin embargo, ésta fue duramente criticada por los partidos opositores, algunos de los cuales plantearon una propuesta distinta, con iniciativas para fortalecer más bien al Congreso. Al momento en el que se escribe este texto parece que, en el mejor de los casos, sólo se realizarán algunos cambios particulares en los que hay coincidencia, sin que se realice una reforma política integral que incida realmente sobre el gobierno dividido.


    En relación con este tipo de gobierno, Nacif ha argumentado que no genera, necesariamente, parálisis legislativa ni reduce la capacidad estatal de realizar cambios en la política pública. Para él, la única condición que impediría la cooperación entre partidos para realizar cambios en este régimen sería la coincidencia entre las preferencias ideológicas del “partido mediano” y el status quo. Dado que, en su opinión, tendería a haber una distancia entre ambos, existirían incentivos para la cooperación y el cambio (Nacif, 2003). De hecho, como él señala en su capítulo en este volumen, la producción legislativa en el periodo 1997-2003 se incrementó 160% en relación con la del periodo 1991-1997, cuando existía un gobierno unificado. Sin embargo, Nacif también señala en dicho capítulo que en el gobierno dividido las políticas públicas tienden hacia posiciones moderadas. También indica (Nacif, 2003), apoyándose en Riker, que en el régimen presidencial tienden a surgir coaliciones de partidos basadas en intereses de corto plazo. Por lo anterior, al parecer un gobierno dividido no tiende a facilitar las reformas estructurales, que suelen ser más radicales y considerar intereses de largo plazo.


    En ese mismo sentido, en lugar de hacer un análisis cuantitativo de la producción legislativa, Weldon (2005) realiza un análisis de contenido de la producción legislativa y observa que no se aprobó la mayoría de un grupo de iniciativas que involucraban reformas estructurales presentadas entre 1997 y 2005. De esta manera, aunque el gobierno dividido no implique la imposibilidad de reformas, sí parece afectar su capacidad para realizar cambios de fondo. En la misma línea, Hernández (2005) ha señalado que el gobierno dividido no genera inmovilismo institucional, pero también reconoce que ha existido un rechazo a las reformas estructurales, asociado con errores en la estrategia presidencial para negociar y a la falta de mecanismos o estructuras institucionales que promuevan la cooperación. Negretto (2003) y Casar (2002) tienden, asimismo, a concluir que en el régimen presidencial el gobierno dividido puede generar tanto parálisis como cooperación política.


    En función de lo anterior, me parece que el problema con el gobierno dividido no es tanto que impida toda colaboración entre los actores políticos, sino que no la promueve en la medida necesaria para desarrollar las políticas que resuelvan los agudos problemas de países en desarrollo como México.


    En cuanto a la segunda consecuencia no prevista de las reformas, parecería que la combinación de una mayor fragmentación política, producto de la democratización, y la creación de varios mono, duo u oligopolios resultado de la privatización, aumentaron el poder económico y político de diversos “poderes fácticos”, como Teléfonos de México, el duopolio televisivo, las empresas tabacaleras, los grandes bancos, etc. Para resguardar el interés público en el contexto de la privatización se crearon comisiones reguladoras, pero éstas han mostrado ser muy débiles. Los grandes sindicatos también se han convertido en poderes de facto importantes. Es de notar a este respecto que, si bien en 2009 el Presidente logró deshacer el poder que había desarrollado el Sindicato Mexicano de Electricistas, que le había permitido obtener privilegios desmedidos a costa de los consumidores, no ha enfrentado a los demás poderes fácticos.


    A esos poderes fácticos legales podríamos agregar algunos ilegales, surgidos alrededor de actividades como el narcotráfico o el secuestro, los cuales han llegado a desafiar abiertamente a la fuerza del Estado en ciertas localidades. Es ampliamente conocido que una de las prioridades del gobierno de Felipe Calderón ha sido el ataque frontal a la delincuencia organizada y la disrupción del mercado de las drogas. La estrategia ha centrado sus esfuerzos en disminuir la oferta mediante tres tipos de acciones: decomisos (de drogas, dinero, armas y vehículos), erradicación de plantíos y detenciones.


    Sin embargo, de acuerdo con Eduardo Guerrero (2009), los logros de esta estrategia han sido bastante ambiguos, mientras que sus costos han sido claramente altos. En su opinión, un punto débil de esta estrategia es que descuida el lado de la demanda y, por ello, deja inalterado un segmento de los incentivos económicos asociados con los amplios márgenes de utilidad del narcotráfico. Guerrero señala que, por un lado, no hay un solo indicador fiable que sugiera que los niveles de producción y tráfico de drogas en México hayan registrado algún descenso, mientras que han aumentado los casos de extorsión, secuestro, tráfico de armas y robo de vehículos. Además, tan solo en el año 2009 se registraron siete mil homicidios presuntamente relacionados con el narcotráfico (El Universal, 8 de diciembre de 2009). Los costos económicos también han sido altos: de 2007 a 2009 el gasto total de las agencias de seguridad nacional (es decir, de las secretarías de Gobernación, Defensa, Marina y Seguridad Pública y la Procuraduría General de la República) aumentó alrededor de 33.12% en promedio (SHCP, 2010).


    Si bien se aprobó una nueva ley de justicia y seguridad en 2008, ésta no incluyó diversos cambios necesarios; además, la implementación de varias de sus medidas, como la profesionalización de los ministerios públicos, avanza muy lentamente. Por otra parte, la mayor fragmentación política vertical y horizontal, en parte producto de la democratización y la descentralización, sin duda ha dificultado una estrategia clara y un ataque nacional bien coordinado contra la delincuencia organizada, mientras que ésta ha aprovechado dicha fragmentación política para influir o incluso controlar las corporaciones de seguridad en algunos estados o municipios, mediante una estrategia que ha combinado con gran eficacia la corrupción y la intimidación. Aunque para muchos era necesario atacar frontalmente al narcotráfico, para enfrenar con éxito ese reto quizá se requería de una estrategia más integral y de ciertas condiciones que el Estado mexicano no posee actualmente. Por ejemplo, la amplia corrupción e impunidad en el sistema mexicano de seguridad y justicia han sido antiguos problemas que el gobierno no ha atacado con suficiente intensidad.


    Este contexto se ha constituido en un campo fértil para discusiones como la que se dio en 2008 y 2009 sobre si el Estado mexicano es un Estado fallido. Dicha discusión surgió a partir de la publicación en diciembre de 2008 del Joint Operating Environment 2008 (JOE, 2008), un informe del US Joint Forces Command (2008) que examina las amenazas globales para Estados Unidos. En dicho documento se habla de México y Pakistán como los países donde se puede suscitar un “colapso repentino y rápido”. Independientemente de los factores que originaron la difusión de ese informe, lo que llama la atención es que haya trascendido a tal grado en la opinión pública mexicana que el gobierno federal se vio obligado a salir al paso y negar públicamente sus conclusiones (Ordaz, 2009).


    En realidad, este debate sobre la existencia en México de un Estado fallido se dio bajo criterios poco objetivos. Si observamos los indicadores e índices desarrollados por quienes acuñaron ese concepto, es claro que México no es ni puede ser catalogado como un Estado fallido.[4]


    Sin embargo, lo anterior no significa que el Estado mexicano sea un “Estado capaz”. Aunque no es una lista exhaustiva e incluye indicadores de importancia diferente que se traslapan, la lista de diez funciones del Estado desarrollada por Dewey puede servirnos como guía para realizar una evaluación general de la capacidad estatal.[5] Según esta lista, las diez funciones básicas que todo Estado debería poder cumplir son:


    1. Estado de derecho efectivo.


    2. Monopolio legítimo de la violencia.


    3. Control administrativo.


    4. Manejo efectivo de las finanzas públicas.


    5. Inversión en capital humano.


    6. Creación de derechos ciudadanos a través de una política social estructurada.


    7. Provisión de infraestructura y servicios.


    8. Creación de un mercado efectivo.


    9. Manejo efectivo de los recursos públicos.


    10. Un sistema de crédito efectivo.


    En este caso, considero que México cumple deficientemente siete funciones (1, 3, 5, 7, 8, 9 y 10), desempeña de manera apenas suficiente una de ellas (6) y sólo ha logrado desarrollar adecuadamente las dos restantes (2 y 4).


    En cuanto al primer grupo de siete funciones, como ya señalamos, contamos con un sistema de procuración e impartición de justicia claramente deficiente y nuestras políticas de salud y educación no ofrecen hoy estos servicios con la calidad suficiente. Además, la administración pública es poco efectiva, profesional y responsable, por lo que México, no obstante la alternancia, continúa con las prácticas clientelistas del pasado y sigue sin poder acercarse a ese “Estado integrado” que ha sido factor del éxito económico de varios países del sudeste asiático (Evans, 1995).


    Además, nuestro sistema de mercado está distorsionado por la presencia de diversos cuasi-monopolios u oligopolios y, al menos en los últimos años, el crédito ha sido escaso y caro, mientras que los réditos han sido bajos.


    En lo que se refiere al manejo efectivo de los recursos públicos, un buen indicador de la deficiencia mexicana en esta materia lo ofrece el índice de desempeño de programas de desarrollo social, elaborado por la organización Gestión Social y Cooperación. Este índice incluye 129 programas, que representan 13% del gasto programable y de los cuales 72 obtuvieron valores reprobatorios (debajo de 60%). La calificación promedio de estos 129 programas fue de sólo 56 por ciento. Los programas de combate a la pobreza obtuvieron una calificación promedio de 53.4 puntos, mientras que en el sector salud la calificación promedio de los programas analizados fue de 57.6 puntos (Gestión Social y Cooperación-Fundación Este País, 2010).


    En este mismo sentido, los capítulos de Brachet-Márquez y Rousseau en este volumen nos muestran la existencia de organismos descentralizados altamente ineficaces, asociados tanto con un sistema de seguridad social y salud en creciente deterioro como con una política energética incapaz de afrontar el agotamiento creciente de los recursos petroleros.[6] Por su parte, Tapia evidencia la incapacidad del Estado para aprovechar el potencial de las organizaciones de la sociedad civil para el desarrollo efectivo de las políticas públicas, así como la vinculación del financiamiento público a las mismas por parte de los gobiernos recientes a la lógica clientelar que la democracia pretendía erradicar.


    Con respecto a las función 6, el programa Oportunidades con el que cuenta México le permite cumplirla hasta cierto punto. Sin embargo, debe notarse que, en parte debido a la insuficiencia de recursos, la política social no ha podido reducir suficientemente los índices de pobreza. De hecho, Levy (2008) ha argumentado que la política social mexicana reciente ha favorecido la informalidad, con lo cual ha reducido la productividad laboral y económica, la efectividad de la política contra la desigualdad y el potencial de crecimiento.


    Por último, es importante advertir que si bien el Estado mantiene el monopolio legítimo de la fuerza, como ya se dijo, el crimen organizado ha puesto en cuestión el monopolio absoluto de la misma en algunas zonas del país. Este mayor ejercicio de la fuerza no legítima, aunado a la impunidad con la que se realiza, ha evidenciado la creciente incapacidad del Estado mexicano para proveer adecuadamente seguridad pública —una función básica de todo Estado. Por otro lado, aunque en general el manejo de las finanzas públicas ha sido responsable en los últimos años, la base fiscal ha sido baja y la presión presupuestal, alta. Si bien esta presión ha sido atenuada por los recursos petroleros, la presión sigue estando presente y sin duda aumentará conforme dichos recursos disminuyan.


    En 2009, año en el que se cumplió la primera mitad del gobierno de Felipe Calderón, se evidenciaron claramente algunas de las deficiencias del Estado mexicano. Para empezar, la expansión del virus de influenza A-H1N1, que tuvo un altísimo costo económico, mostró las grandes carencias de nuestro sistema de salud. De acuerdo con el análisis elaborado por Condon y Sinha (2009), la incapacidad de dicho sistema para diferenciar los casos sospechosos de enfermedad de los confirmados llevó a que todos fueran reportados, lo que a su vez generó la percepción de que en México la epidemia era más grave de lo real. En sentido similar, Zuckerman (2009) ha argumentado que la decisión del gobierno de adoptar medidas drásticas para combatir la epidemia estuvo basada en datos incorrectos. Estos errores en la información se debieron a fallas en el registro de enfermedades, a la incapacidad de los laboratorios para determinar la naturaleza del virus y las formas de combatirlo, así como a los usos y costumbres de la población mexicana, todo lo cual sobredimensionó la gravedad del virus en México, en comparación con otros países.


    Gómez y Rodríguez (2009) señalan, por su parte, que la fragmentación institucional impidió elaborar un diagnóstico oportuno de lo que ocurría. Además, indican que la contingencia sanitaria dejó al descubierto la falta de médicos y la saturación de los servicios de salud, así como la insuficiente infraestructura. Estos autores señalan que México es el país de la OCDE que menos recursos destina a salud pública, con 6.6% del PIB, dado que el promedio de los países miembro es de 8.9%. A nivel nacional, por cada 2 000 habitantes hay tres médicos, un consultorio y cuatro enfermeras, si bien la OMS recomienda entre dos y tres médicos por cada 1 000 habitantes. Finalmente, Gómez y Rodríguez plantean que la privatización de los servicios de salud ha provocado que se descuide la inversión en infraestructura de las instituciones públicas. Un trágico ejemplo de ello fue el incendio en 2009 de una guardería subrogada del Instituto Mexicano del Seguro Social, en el que murieron 49 niños y 75 más quedaron lesionados.


    También, en ese año, la recesión económica internacional reveló la fragilidad, alta dependencia y falta de dinamismo de la economía mexicana, que entró en una profunda recesión económica. Ante ella, el Ejecutivo fue incapaz de desarrollar una política anticíclica eficaz, en parte también por la carencia de recursos fiscales (en general, México ha carecido en los últimos años de una política industrial y tecnológica efectiva) (Méndez, 2009). Al final, el PIB de México registró una caída de 6.5% en 2009, lo cual, combinado con la baja base tributaria, afectó seriamente diversos programas gubernamentales.


    Por otro lado, si bien transcurrieron con normalidad, las elecciones de julio ratificaron —y, en opinión de algunos, incluso agravaron— la situación ya referida de gobierno dividido, ya que mientras que el Partido Acción Nacional (PAN) bajó de 206 a 143 diputados, el Revolucionario Institucional (PRI) subió de 106 a 237 y el Partido de la Revolución Democrática (PRD) bajó de 125 a 69 (además de que el PAN perdió cinco de las seis elecciones de gobernadores que tuvieron lugar). A su vez, según una encuesta de Berumen y Asociados, entre mediados de 2009 y principios de 2010 la imagen pública del presidente Calderón se erosionó en forma importante (El Universal, 1 de marzo de 2010).


    En síntesis, como ya dijimos, el conjunto de capítulos de este volumen muestra un serio déficit de capacidad estatal en nuestro país. De los textos emerge el panorama de un Estado más democrático (Méndez) y reducido (Alberro), con un Congreso y un Poder Ejecutivo que desarrollan cambios graduales para enfrentar algunos problemas públicos (Nacif), pero donde la planeación se hace inadecuadamente (Vásquez), la evaluación es incipiente (González), las reformas de profesionalización y de acceso a la información pública han sido eludidas, minimizadas o bloqueadas (Méndez, Guerrero), la rendición de cuentas es muy deficiente (Dussauge), no ha sido posible desarrollar diversas reformas de fondo o políticas públicas que el país requiere (Rousseau; Brachet-Márquez), la cooperación entre el Estado y las organizaciones de la sociedad civil es muy baja (Tapia), y el diseño de la estructura federal dificulta la adecuada provisión de políticas y servicios (Ugalde y Flamand).


    Como señalamos más arriba, este déficit también se puede observar en otros aspectos no estudiados en este volumen, como la incapacidad del Estado para llevar a cabo otras reformas (fiscal, laboral, política, etc.), para desarrollar adecuadamente una diversidad de funciones estatales y políticas públicas (educativa, industrial, de justicia y seguridad, ambiental, etc.) —en parte debido a su precaria base fiscal—, así como para enfrentar al conjunto de grandes empresas o sindicatos que han hecho prevalecer sus intereses corporativos en perjuicio de los intereses nacionales. Todo ello muestra que, si bien no estamos ante un Estado fallido, sí ante un Estado que se ha mostrado poco capaz para proveer bienes públicos y enfrentar diversos poderes fácticos y, en ese sentido, ante un “Estado débil” (Rotberg 2003).


    En la primera década del siglo XXI, el déficit de capacidad estatal ha tenido al menos dos consecuencias preocupantes. Por un lado, ha sido un factor importante para la tendencia a la baja en el lugar de competitividad relativa que ha mostrado México en índices como el del Foro Económico Mundial: si en 2001 el país ocupaba el lugar 42 del Índice de Competitividad de Crecimiento elaborado por ese Foro, en 2004 ya aparecía en el lugar 48; en 2006 quedó en el 58 y en 2009 descendió al lugar 60 del Índice de Competitividad Global (World Economic Forum, 2001: 20; 2004: 13; 2006: 17; 2009: 13). Un factor que según el Foro Económico Mundial ha afectado de manera particular a México ha sido su falta de “instituciones creíbles y adecuadas”.


    Por otro lado, como Pharr y Putnam han mostrado (2000: 22-27), la falta de capacidad estatal es uno de los factores que explica el creciente desencanto con la democracia en diversos países. En este aspecto, de acuerdo con el Latinobarómetro (2009), el promedio de apoyo ciudadano a la democracia en México se redujo 9 puntos en 2009, una de las caídas más drásticas entre los países latinoamericanos. Así, pasó de 51% en el periodo 1995-2008, a 42% en 2009, por lo que actualmente menos de la mitad de la ciudadanía apoyaría este sistema de gobierno. Adicionalmente, los datos de una encuesta de gea-isa de 2009 (GEA-ISA, 2009) son todavía menos alentadores, ya que indican que sólo 29% está satisfecho con la democracia, mientras que nueve de cada diez mexicanos dicen no estar interesados en la política y únicamente 13% de ellos se siente muy representado por los partidos políticos.


    Es posible que este descontento e insatisfacción con la efectividad de la democracia mexicana impulse en algún momento los cambios que el país necesita. Sin embargo, ello puede no suceder o no suceder en forma oportuna. Es más probable que México continúe por la senda de las reformas parciales, que sin embargo tienden a generar una creciente decepción, y que, por lo tanto, podrían llevarnos a un punto de no retorno en el proceso de deslegitimación democrática (Méndez, 2007). Aunque en general las encuestas muestran que la falta de apoyo a la democracia no se traduce en un apoyo de la misma magnitud a la dictadura o la ilegalidad, varias experiencias nacionales muestran que en contextos de división y insatisfacción democrática el quiebre de las democracias es posible, ya que en cierta medida éstas abonan la emergencia de gobiernos populista-autoritarios, que ofrecen alternativas personalistas más que institucionales para enfrentar a los poderes fácticos y solucionar los problemas nacionales.


    HACIA UN MEJOR DISEÑO DEL ESTADO MEXICANO


    Ante los riesgos que presenta para la sustentabilidad democrática un Estado débil, cabría preguntarse: ¿cómo fue que arribamos a este último? ¿Qué podemos hacer para mejorar su funcionamiento?


    Respecto de la primera pregunta, me parece que, ante el prolongado y resistente autoritarismo mexicano, en los años ochenta y noventa las presiones de cambio político en México se orientaron naturalmente hacia la democratización, sin que fuera posible considerar el diseño formal del Estado que aparecería tras ella. Sin embargo, en parte por haberse realizado tras una revolución que derrocó una dictadura, dicho diseño se había preocupado principalmente por evitar la centralización política. De esta manera, en realidad involucró un diseño desequilibrado, en el que los dispositivos institucionales para dividir el poder y evitar el autoritarismo no se balancearon suficientemente con mecanismos para “unir” el poder y fomentar la cooperación entre los órganos y actores políticos. En otras palabras, no involucró suficientemente una “ingeniería institucional”.[7]


    Debe notarse en ese sentido que los propios “federalistas” que estuvieron detrás de la Constitución estadounidense —modelo de la nuestra— habían cuestionado la idea de una división de poderes sustentada en la mera creación de autoridades independientes. Ellos plantearon que dividir el poder no significa una separación en sentido estricto, sino colocar a los distintos poderes en distintas manos,[8] y que el edificio estatal debía basarse más bien en un adecuado juego de “pesos y contrapesos” (Freedman, 1988). Desde principios del siglo pasado, autores de la teoría del Estado, como Jellinek (2002: 538-540) habían cuestionado también la idea de una separación (absoluta) de poderes y subrayado la importancia de que el Estado pudiera cumplir con sus funciones. Mosca también cuestionó dicha separación y afirmó que “la solidez de las instituciones políticas depende de una oportuna fusión y contemporización de principios y tendencias diversas” (Mosca, 1984: 194 y 343). Así, todo diseño estatal debería analizar cuidadosamente a los teóricos de la democracia liberal, además de considerar también los de otras corrientes.[9]


    Rotberg (2003) ha mostrado cómo el grado de fortaleza o debilidad de un Estado está muy vinculado con decisiones concretas tomadas por las elites o líderes políticos de cada nación. Una acumulación de decisiones equivocadas puede, más rápido de lo que se piensa, convertir a un Estado fuerte en uno débil o a uno débil en uno fallido. Por ello, ahora que México ha empezado a discutir de nuevo el diseño del Estado, es importante estar conscientes de que más allá de intereses personales o partidistas, el objetivo debe ser “levantar” un edificio estatal equilibrado, que permita efectivamente alcanzar una gobernabilidad democrática. Al respecto, en otro lugar he argumentado (Méndez, 2005) que ello implica balancear, mediante un ejercicio de “ingeniería institucional”, los instrumentos que “dividen” el poder con los que lo “unen”.


    Por supuesto, dicho ejercicio no resulta fácil de desarrollar. Si bien el término “ingeniería” contiene la idea de equilibrio que se quiere transmitir y puede representar una guía útil en el diseño del Estado, puede también hacer creer de manera equívoca que para construir un Estado sólido basta con seguir una serie de principios. No obstante, existen obvias diferencias en la precisión de los instrumentos de las ciencias sociales y las naturales, en buena medida porque las situaciones sociopolíticas son siempre únicas y complejas como para apresarlas en fórmulas conceptuales simples. Por lo anterior, si bien algunos autores, como Sartori (2000), han utilizado ese término en referencia al Estado, otros, como Malloy (Malloy y Von Mettenheim, 1998), han preferido el quizá un poco más humilde de “artesanía estatal” (statecraft). Además, por desgracia ésta es un área de estudios en realidad aún poco desarrollada.


    Por estas y otras razones, no es posible presentar aquí una propuesta de diseño balanceado para el Estado mexicano. Con todo, se pueden al menos presentar algunas consideraciones sobre los instrumentos institucionales que podrían utilizarse para desarrollarla en relación con los cuatro grandes ámbitos de reforma del Estado que se han mencionado anteriormente: democratización, privatización, descentralización y modernización.


    En cuanto al primer ámbito, entre los mecanismos que separan al poder están por supuesto las elecciones periódicas, que limitan temporalmente a cada gobierno, y la división de poderes. A su vez, entre los mecanismos que individualmente podrían servir para sumar poder o fomentar la cooperación política estarían los que otorgan capacidades legislativas al Ejecutivo (iniciativa legislativa presidencial, especialmente en su vertiente de “urgente resolución”, el veto presidencial, sobre todo el parcial, los decretos legislativos temporales del Ejecutivo, el referéndum, etc.), así como capacidades ejecutivas al Legislativo (desde la ratificación, crítica o censura del gabinete y las comisiones legislativas revisoras en regímenes presidenciales hasta la propia conformación del Ejecutivo a partir del legislativo en los parlamentarios). Los sistemas electorales de mayoría tienden a favorecer la gobernabilidad, mientras que los proporcionales, la representatividad. En términos generales, podría pensarse que los mecanismos que favorecen la responsabilidad, la profesionalización y los “juegos de largo plazo”, como la reelección, promueven también la cooperación.


    El segundo ámbito en el que se pueden establecer mecanismos para separar o unir el poder es el de las relaciones Estado-sociedad. Como ya dijimos, la privatización tiende a dividir el poder, en la medida en que le quita poder económico al Estado y fomenta la emergencia de actores privados importantes. Un contrapeso institucional en este ámbito serían las comisiones reguladoras, siempre y cuando éstas posean la suficiente autonomía, profesionalismo y capacidad para promover los intereses nacionales y la acción colectiva en sus respectivas áreas de competencia. La participación de las organizaciones de la sociedad civil en la formulación, ejecución y evaluación de las políticas públicas podría también ser útil para balancear el poder de los grandes empresarios.


    Un tercer ámbito es el de las relaciones intergubernamentales. En este caso, una estructura federal divide el poder porque garantiza la existencia de varias esferas de gobierno: nacional, regional y local. Dicho poder se puede dividir aún más si, por ejemplo, se instaura un “federalismo dual”, en el que haya una asignación de facultades o funciones “exclusivas” para los distintos ámbitos. Por otro lado, entre los mecanismos que pueden “sumar poder” están las instancias de coordinación intergubernamental y un diseño adecuado de facultades “concurrentes”.


    Finalmente, el ámbito de la modernización gubernamental también ofrece un espacio para el desarrollo de instrumentos de ingeniería institucional. Por ejemplo, el servicio profesional de carrera suele dividir el poder al interior de una organización pública, ya que quita a los directivos la capacidad de nombrar a todos los integrantes de ésta; sin embargo, también puede unirlo si viene acompañado por sistemas efectivos de planeación, evaluación del desempeño e incentivos. Además, si se instaura en distintos órganos, poderes o ámbitos de gobierno, puede servir para fomentar la cooperación entre ellos, ya que promueve “juegos cooperativos” de largo plazo y una comunicación mayor y sobre bases más técnicas. Provee así esa autonomía integrada que ha estado en la base del éxito de algunos países del sudeste asiático (Evans, 1995). Los mecanismos para el acceso a la información y la rendición de cuentas también tienden usualmente a fomentar la cooperación entre autoridades a favor del interés nacional.


    Como ya se dijo, no hay recetas para combinar los diversos instrumentos institucionales adecuadamente. Su balance constituye un complejo ejercicio de “artesanía” o calibración que debe adaptarse a las condiciones de cada país y que debe considerar múltiples factores, desde el tipo de sistema electoral y el número y naturaleza de los partidos, hasta las capacidades ejecutivas o legislativas de los distintos poderes.


    En general, existen diversas posibilidades para combinar estos instrumentos con el fin de construir un Estado democrático sólido. Los instrumentos de un determinado ámbito pueden ser balanceados con otros del mismo o diferente ámbito. Un ejemplo de combinación de ámbitos distintos lo ofrece, por ejemplo, el desarrollo en Estados Unidos de una república federal basada en elecciones periódicas y la división de poderes junto con la profesionalización en los congresos y ejecutivos federales y estatales, a fin de reducir la inestabilidad y fragmentación en las políticas públicas.


    En general, los instrumentos se combinan de distinta forma en los distintos tipos de régimen, lo que en parte ha generado un debate entre los defensores del régimen parlamentario y los que defienden el presidencial. Unos argumentan que en el primero se pueden tomar decisiones más coherentes y oportunas, aunque también se advierte que pueden cometer más fácilmente grandes errores. Por otro lado, a pesar de que las democracias presidenciales quizá eviten mejor estos últimos, pueden caer con mayor facilidad en la parálisis o el cambio excesivamente gradual. Existen también autores que argumentan a favor del semi-presidencialismo, un tipo de régimen con ciertas limitaciones y riesgos, pero que en mi opinión ameritaría una mayor discusión de la que ha tenido, al menos en México, ya que considero que un debate completo sobre la reforma del Estado en nuestro país debería incluir tanto la conveniencia de mejorar el régimen actual como la de cambiarlo (Méndez, 2007).


    Independientemente de esta discusión sobre tipos de régimen, debe tenerse mucho cuidado con la utilización aislada de algunos de los mecanismos arriba expuestos; por ejemplo, adoptar la censura del gabinete sin incluir la disolución del Congreso cuando dicha censura es aprobada podría fomentar el conflicto más que la cooperación inter-institucional. Así, lo que parece quedar claro es que, al menos en regímenes presidenciales como el mexicano, es importante combinar estos instrumentos de manera tal que se minimice la posibilidad del impasse y se permita, dentro el marco de un gobierno democrático, la emergencia de un liderazgo para el desarrollo de las políticas públicas.


    Vale la pena notar, en este sentido, que algunos países, como Brasil, han optado por darle mayores capacidades al presidente; esto, combinado con otros factores, ha permitido la aprobación de algunos cambios y políticas importantes no obstante la existencia de un gobierno dividido, aunque no sin ciertas dificultades y limitaciones. Otros países han preferido mezclar mecanismos presidenciales y parlamentarios dentro de un régimen esencialmente presidencial, como Perú, aunque en el caso de este país en particular los resultados no parecen haber sido muy positivos.


    Quizá Colomer y Negretto describen bien el dilema de diseño que se enfrenta al momento de optar por una u otra de estas vías: “promover el gobierno dividido entre poderes con capacidad de veto equivalente es una invitación a la parálisis, [mientras que] dotar al Poder Ejecutivo de los medios para superar esta parálisis en forma unilateral puede conducir a cambios socialmente ineficientes” (Colomer y Negretto, 2003: 73-74).


    En todo caso, además de sus potenciales riesgos, si el reforzamiento del presidente fuera la mejor opción para equilibrar adecuadamente un régimen presidencial,[10] ella parecería ser la menos factible justo en los casos en los que más se requiere (como podría ser el mexicano), ya que un Congreso fuerte difícilmente optará por debilitarse a sí mismo.[11]


    REFLEXIONES FINALES


    En los últimos 25 años, México, como otros países de América Latina, buscó realizar varias reformas dirigidas a limitar el poder estatal: la privatización, la democratización, la descentralización y la modernización gubernamental. Los diversos análisis contenidos en el presente volumen permiten notar que en nuestro país estas reformas han avanzado en forma desigual. Además, las que han avanzado en mayor medida no han producido todos los beneficios esperados y sí, en cambio, varias consecuencias no previstas.


    Los capítulos de este volumen presentan los alcances y límites de diversas políticas públicas en nuestro país. En conjunto, muestran que tras las reformas realizadas existe un serio déficit de capacidad estatal en México, al grado que, si bien no estamos ante un Estado fallido, sí ante un Estado débil, esto es, poco capaz para proveer bienes públicos y enfrentar a diversos poderes fácticos. En buena medida, ello se ha debido al gobierno dividido, que aunque no impide cierta colaboración entre los actores políticos, tampoco la promueve en la medida en que se requiere para resolver los agudos problemas de la nación.


    En la última década lo anterior ha tenido efectos negativos sobre la competitividad nacional y sobre la satisfacción ciudadana con la democracia. Aunque estos efectos podrían en algún momento producir los cambios que el país necesita, también es posible que ello no suceda o que no suceda a tiempo. Diversas experiencias muestran que en este contexto el quiebre de las democracia puede darse, ya que la división y la insatisfacción políticas abonan en cierta medida la emergencia de gobiernos populista-autoritarios. Por desgracia, como se señaló, una acumulación de decisiones equivocadas puede más rápido de lo que se piensa convertir a un Estado fuerte en uno débil o incluso uno débil en uno fallido.


    De esta manera, ahora que México ha empezado a discutir de nuevo el diseño del Estado, es importante que estemos conscientes de que más allá de intereses personales o partidistas, el objetivo debe ser “levantar” un edificio estatal equilibrado, que permita efectivamente alcanzar una gobernabilidad democrática. Dicho objetivo puede ser mejor alcanzado cuando, mediante un ejercicio de “ingeniería institucional”, se balancean los instrumentos que “dividen” el poder con los que lo “unen”. En este texto se examinaron algunos de ellos, y se señaló que pueden combinarse mecanismos de distintos ámbitos, pero no hay recetas para integrarlos adecuadamente. El desarrollo institucional involucra un camino difícil de recorrer, lleno de riesgos y que, paradójicamente, es afectado por los propios problemas que trata de resolver. Constituye un complejo ejercicio de “artesanía” o calibración que debe adaptarse a las condiciones de cada país y que debe considerar múltiples factores. Lo importante es combinar estos instrumentos de manera tal que se minimice la posibilidad de la parálisis institucional y se permita, dentro el marco de un gobierno democrático, la emergencia de un liderazgo para el desarrollo de políticas públicas efectivas. Lograrlo es probablemente el mayor reto que México enfrentará en la segunda década del siglo XXI.


    JOSÉ LUIS MÉNDEZ[12]
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    NOTAS AL PIE


    
      
        [1] Para una clasificación de las presidencias de los países latinoamericanos en función de sus capacidades frente al Congreso puede verse Stein et al., 2006. Por otro lado, De Swaan y Molinar presentan un índice de concentración del poder del Presidente, que para México observa dos descensos significativos: uno en 1996, cuando baja de 90 a 80 puntos; el otro en 2000, cuando se redujo de 80 a 50 (De Swaan y Molinar, 2003: 248-249).

      


      
        [2] Aunque resulta de encuestas a nivel nacional que consideran múltiples trámites y servicios, vale la pena notar aquí que el porcentaje de encuestados que consideran que la corrupción es igual o mayor aumentó de 82.5 a 84% de 2005 a 2007 y que el valor del índice nacional de corrupción elaborado por Transparencia Internacional-México prácticamente se ha mantenido estable desde 2001 (Transparencia Mexicana, 2007).

      


      
        [3] Algunos analistas han relacionado estas deficiencias con la naturaleza “rentista” de los estados petroleros (Farfán-Mares, 2010).

      


      
        [4] Existen varios índices en esta materia. Aparte de que se puede cuestionar la metodología para su elaboración, México ni siquiera aparece en ellos como un Estado fallido. Por ejemplo, de acuerdo con el Índice de Estados Fallidos del Fund for Peace, México ocupa el lugar 98 de 177 en la lista mundial, con 75.4 puntos, lo que lo coloca en un estado de advertencia, pero no de alerta (el último Estado en alerta es Irán, con 90 puntos). Por su parte, el Index of State Weakness de la Institución Brookings coloca a México en una posición aún mejor, con una calificación de 7.83 sobre 10. En el libro de Rotberg (2003) sobre Estados fallidos, Colombia es el único país latinoamericano que se acerca a esa categoría.

      


      
        [5] Esta lista fue retomada recientemente por Ghani y Lockhart (2008) para estudiar el tema del Estado fallido.

      


      
        [6] Este volumen no incluyó diversas políticas, como la educativa, porque son tratadas en otros de esta serie. Sin embargo, diversos análisis nacionales e internacionales muestran las graves deficiencias de la educación pública en los últimos años, sobre todo en términos de calidad. Los diagnósticos tampoco tienden a ser positivos en muchas otras políticas, como la industrial, la ambiental, la agrícola, etcétera.

      


      
        [7] Este problema, por cierto, no es exclusivo de México. Carothers (2002) ha argumentado que, en general, el paradigma de la transición supuso equivocadamente que la democratización se daría en Estados bien diseñados, cuando en realidad la mayoría de las sociedades en transición han tenido marcos institucionales disfuncionales.

      


      
        [8] Al respecto dice Madison: “Concentrar […] todos los poderes, ejecutivo, legislativo y judicial, en las mismas manos […] puede con mucha razón ser definido como la verdadera dictadura” (citado en Bobbio, 1989: 137). Es de notar que, en El espíritu de las leyes, Montesquieu no habló de separación de poderes (Chevalier, 1979) y ya estaba implícita una idea de pesos y contrapesos.

      


      
        [9] Si bien ya algunas vertientes del contractualismo habían concebido al Estado como un medio para alcanzar intereses generales, entre las últimas décadas del siglo XIX y las primeras del siglo XX diversos autores (desde Gerber hasta Carré de Malberg, pasando por Gierke, Bluntschli y Jellinek) se refirieron al Estado como “persona jurídica”, esto es, un “sujeto” con derechos y responsabilidades para representar y defender concertadamente los intereses presentes y futuros de una “nación” o “pueblo” (Carré de Malberg, 2001: 28; Jellinek, 2002: 196). En 1900, por ejemplo, Jellinek (2002: 61) hablaba de la dualidad del Estado, en la que éste es “de un lado, una construcción social y de otro, una institución jurídica”. Aunque se ha utilizado a algunos autores de la teoría del Estado para justificar el autoritarismo, dicha teoría también puede servir para reconocer la importancia que tiene, especialmente en los países en desarrollo, alcanzar un Estado democrático que a la vez sea “capaz”.

      


      
        [10] Para una propuesta en este sentido puede verse Hernández, 2007.

      


      
        [11] Para una evaluación de distintas alternativas de diseño institucional para México en función de los criterios de conveniencia y factibilidad véase Méndez, 2007. Una clasificación de las presidencias de los países latinoamericanos en función de sus capacidades se encuentra en Stein et al., 2006.

      


      
        [12] Agradezco a Sandra Barba el apoyo de investigación prestado para la elaboración del presente texto.
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    1. EL FIN DE LA PRESIDENCIA DOMINANTE: LA CONFECCIÓN DE LAS LEYES EN UN GOBIERNO DIVIDIDO


    Benito Nacif[1]


    INTRODUCCIÓN


    El régimen autoritario mexicano tuvo dos características distintivas: la hegemonía de un solo partido político, el Partido Revolucionario Institucional (PRI) y la concentración del poder en la Presidencia de la República (Padgett, 1976; Cosío Villegas, 1972). Durante décadas, el PRI monopolizó el acceso a los puestos de elección y la designación de los cargos administrativos en los gobiernos federal, estatal y municipal. El jefe del Ejecutivo federal, como líder de facto del partido hegemónico, ejerció una influencia dominante sobre otros órganos constitucionales involucrados en el proceso de formulación de políticas públicas. Una vez que se pronunciaba por un cambio, no había otra institución capaz de detenerlo u obligarlo a modificar su contenido.


    Formalmente, la Constitución estipulaba la separación de poderes entre el Ejecutivo y el Legislativo. En la práctica, sin embargo, el Congreso estaba subordinado a la autoridad presidencial (González Casanova, 1967; Carpizo, 1977; Weldon, 1997; Casar, 1996, 2002). Así, a pesar de que la Constitución hacía del Congreso el principal depositario del Poder Legislativo, el presidente de la República desempeñaba un papel dominante en la confección de las leyes y, por consiguiente, en la formulación de las políticas públicas.


    El régimen autoritario mexicano tenía una considerable capacidad para producir cambios en políticas públicas. En ocasiones, estos cambios adquirían un tono dramático debido a su magnitud y velocidad. Tal fue el caso de la expropiación de la industria petrolera en 1938 o de la banca mexicana en 1982. En respuesta a las situaciones críticas, la Presidencia contaba con la capacidad de producir “políticas de choque”: cambios rápidos y profundos para controlar una emergencia (Philip, 1991). Pero aun bajo circunstancias normales, el jefe del Ejecutivo tenía el poder de modificar sustancialmente el statu quo, aunque ello involucrara reformas constitucionales. A decir verdad, el Congreso ejercía cierta influencia, pero no era un verdadero contrapeso al poder presidencial (Padgett, 1976).


    La transición del autoritarismo a la democracia supuso el desmantelamiento del sistema de partido hegemónico. Por medio de un proceso largo y complejo, que se aceleró a partir de las elecciones presidenciales de 1988, el dominio absoluto del PRI sobre la política dio paso a un sistema competitivo (Lujambio y Vives, 2000). La transición permitió el desarrollo de dos fuerzas políticas capaces de disputarle el poder el PRI: la antigua oposición de centro-derecha, el Partido Acción Nacional (PAN), y el centro-izquierdista Partido de la Revolución Democrática (PRD), producto de la alianza entre disidentes del PRI y la izquierda socialista.


    El crecimiento de la oposición cambió el balance de poder en el Congreso y el papel del Poder Ejecutivo en la confección de las políticas, antes de que el viejo partido hegemónico perdiera la Presidencia de la República en el año 2000. En la elección intermedia de 1997, el PRI perdió por primera vez su mayoría en la Cámara de Diputados. A partir de entonces se inició una nueva era en la política mexicana —la era del gobierno dividido—, pues desde entonces ningún partido político ha sido capaz de ganar la Presidencia y tener la mayoría en el Congreso.


    En 2000 se dio por primera vez la alternancia en la Presidencia de la República. Vicente Fox Quesada, postulado por el PAN, derrotó al candidato del PRI, Francisco Labastida Ochoa. Pero en el Congreso la historia fue distinta. El PAN no sólo se quedó sin conseguir la mayoría, sino que el PRI se mantuvo como primera fuerza política, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado. En las elecciones intermedias subsecuentes, el contingente legislativo del PAN se hizo incluso más pequeño.


    El gobierno dividido no es un fenómeno político pasajero, sino un “equilibrio estable” inducido por el sistema electoral. La representación proporcional, junto con otras instituciones, limita considerablemente la capacidad de un solo partido de alcanzar la mayoría en el Congreso. En la Cámara de Diputados hay un límite constitucional a la sobrerrepresentación del partido mayoritario. En el Senado, la combinación de senadores de primera minoría y representación proporcional garantiza la dispersión del poder e inhibe que un solo partido obtenga la mayoría. Así quedó demostrado en las elecciones presidenciales de 2006, en las que el PAN mantuvo el poder, pero bajo condiciones de gobierno dividido.


    ¿Cómo afecta el nuevo equilibrio constitucional, conocido como gobierno dividido, la confección de los cambios legislativos? El argumento desarrollado en este capítulo es que la transición hacia la democracia debilitó las condiciones que hicieron posible la centralización del poder en la Presidencia de la República. El gobierno dividido convirtió al Congreso en un centro autónomo de toma de decisiones. Por consiguiente, la fuente de cambio político regresó al Congreso. El presidente aún retiene una influencia importante en la confección de las políticas públicas, ya que puede presentar iniciativas e influir en el contenido de las leyes al apelar directamente a la opinión pública y ejercer el poder del veto presidencial. Sin embargo, ha perdido la capacidad de controlar la incidencia y la dirección de los cambios. La Presidencia dominante ha dejado de existir, para dar lugar a un Poder Ejecutivo acotado y potencialmente marginal.


    LA CONDICIÓN FALTANTE


    Durante las décadas de partido único, la concentración del poder en la Presidencia fue una práctica regular en la política mexicana. La investigación académica muestra que la fuente de esta práctica no fue la Constitución en sí, sino un conjunto de factores metaconstitucionales sostenidos por la hegemonía del PRI (Carpizo, 1977; Weldon, 1997; Casar, 2002). Sin embargo, el desarrollo de un sistema de partidos competitivo minó las condiciones que hicieron posible la práctica metaconstitucional de una Presidencia dominante. La democratización eliminó una de las condiciones necesarias para la concentración de poder dentro del régimen presidencial mexicano: el gobierno unificado.


    El estudio comparativo de los poderes constitucionales de los jefes del Ejecutivo en regímenes presidenciales muestra que el presidente mexicano es uno de los menos poderosos en América Latina (Shugart y Carey, 1992; Mainwaring y Shugart, 1997; Shugart y Haggard, 2001). Los instrumentos constitucionales del presidente mexicano para inducir la acción del Congreso y moldear los resultados de las políticas son limitados en comparación con otros regímenes presidenciales.


    Shugart y Haggard (2001) elaboraron un indicador del poder presidencial basado en cuatro instrumentos constitucionales diseñados para que los presidentes incidan en la Legislatura: veto en paquete, veto parcial, autoridad de decreto presidencial y exclusividad para iniciar legislación. Ellos otorgan el valor de ocho, el más alto posible, a aquellos presidentes que tienen a su disposición los cuatro instrumentos. Si el presidente no tiene ninguno de esos poderes, el valor del indicador es cero.


    De acuerdo con Shugart y Haggard (2001), el jefe del Ejecutivo más poderoso en América Latina es el presidente de Argentina, seguido por los de Chile, Colombia, Perú y Brasil. En contraparte, según los poderes del Ejecutivo para influir en la hechura de la legislación, los países en que el presidente tiende a desempeñar un papel marginal son Nicaragua, Paraguay y Venezuela. El indicador para la Presidencia mexicana es de uno, el cual lo ubica en la categoría de presidencias potencialmente marginales. El instrumento más poderoso con que cuenta el presidente mexicano en su trato con el Congreso es el veto.


    Pero incluso el poder de veto del presidente mexicano parece muy limitado en comparación con los de otros presidentes de América Latina. Por ejemplo, la Constitución argentina provee al presidente con el poder de vetar parcialmente las leyes aprobadas por el Congreso. El veto parcial le permite al presidente argentino regresar al Congreso las partes de una ley que él objeta y publicar el resto. En México, el Presidente solamente cuenta con el veto en paquete. Aunque la Constitución le permite hacer observaciones “en el todo o en sus partes” a las leyes aprobadas por el Congreso, sólo puede promulgar leyes como son aprobadas en el Congreso.


    Lo más importante es que la Constitución mexicana no provee al presidente de ningún poder para definir la agenda del Congreso. Ciertamente, el presidente tiene la autoridad de iniciar legislación; sin embargo, el Congreso no tiene ninguna obligación constitucional de pronunciarse respecto a iniciativas de ley enviadas por el presidente. De hecho, salvo el presupuesto, la legislación iniciada por el Ejecutivo pasa por el mismo procedimiento que cualquier otra iniciativa de ley.[2]


    Por otra parte, un número considerable de presidentes latinoamericanos, incluyendo los de Argentina, Brasil, Colombia, Ecuador y Perú, tienen el poder de emitir decretos presidenciales y temporalmente modificar la legislación existente sin el consentimiento del Congreso. El presidente chileno no sólo tiene la autoridad exclusiva de introducir la ley de presupuesto, sino que también la propuesta del Ejecutivo tiene un estatus constitucional especial: se convierte en el “punto de reversión” en la negociación entre el Congreso y el presidente. En otras palabras, la propuesta presupuestal del Ejecutivo se convierte en ley si el Congreso falla en aprobar la iniciativa de presupuesto dentro del tiempo acordado por la Constitución o si el primero veta la versión presupuestal del Congreso y éste no logra superar el veto. El presidente mexicano sólo tiene la autoridad exclusiva de presentar las iniciativas de Presupuesto de Egresos y Ley de Ingresos, pero una vez en el Congreso sus poderes para influir en el resultado son muy limitados.[3]


    ¿Cómo fue posible que un presidente con poderes constitucionales tan limitados tuviese un papel dominante en el proceso de formulación de políticas? De acuerdo con Jeffrey Weldon (1997), tres condiciones hicieron posible la Presidencia dominante. La primera fue el gobierno unificado: el control del partido único sobre la Presidencia de la República y la mayoría en ambas cámaras del Congreso. La segunda condición fue la disciplina partidaria: la capacidad de los contingentes legislativos del PRI para votar como un solo bloque en ambas cámaras del Congreso. Por último, la tercera fue el liderazgo presidencial sobre el partido, que específicamente significó que el jefe del Ejecutivo tuviera la capacidad de definir la posición del partido y los recursos para sancionar la falta de cooperación dentro del PRI en el Congreso.


    Las tres condiciones necesarias se presentaron por primera vez a finales de 1930, con la consolidación del régimen autoritario de partido único. De hecho, la Presidencia dominante fue la expresión constitucional de la hegemonía de un solo partido (Casar, 2002). Como líder de facto del PRI, el presidente fue capaz de influir en las decisiones del Congreso en una forma mucho más contundente de lo que ningún poder constitucional le hubiese permitido. En sus manos no sólo estaba la designación de todos los cargos administrativos en el gobierno federal, sino también la designación de los candidatos del PRI a cargos de elección en el ámbito federal, estatal y municipal. La capacidad de los presidentes mexicanos para dispensar patronazgo era en sí misma impresionante, y en un contexto en el que la Constitución prohibía a los legisladores federales y estatales la reelección en periodos consecutivos, significó que el jefe del Ejecutivo tenía el control inmediato de la supervivencia política de los congresistas (Nacif, 1997; 2001; 2002).


    Conforme la hegemonía de un solo partido político fue disminuyendo, los poderes metaconstitucionales del presidente también. La transformación del sistema de partidos que tuvo lugar entre 1988 y 1997 fue la principal fuente de cambio en la práctica constitucional. Durante este periodo, el PRI perdió su posición hegemónica y dio paso a un sistema de partidos competitivo. La oposición (principalmente el PAN y el PRD) experimentó un crecimiento sustancial, tanto en votación nacional como en el número de escaños del Congreso. Las elecciones intermedias del Congreso de 1997 fueron un punto de inflexión en este proceso. El PRI sufrió una caída de 10% en su apoyo electoral y perdió su mayoría en la Cámara de Diputados por primera vez desde su fundación, en 1929, como Partido Nacional Revolucionario (PNR). Se quedó a 13 escaños de obtener la mayoría en la Cámara de Diputados, pero logró aferrarse a su mayoría en el Senado.


    Al perder el PRI la mayoría en el Congreso, el equilibrio constitucional de poderes cambió sustancialmente. En palabras de Weldon (1997), se suprimió la primera de las tres condiciones necesarias para la concentración de poder en la Presidencia: el gobierno unificado. En efecto, con el gobierno dividido, los poderes partidistas del presidente fueron insuficientes para asegurar mayorías legislativas. El reparto del Poder Legislativo entre varios partidos obligó al presidente a negociar su programa legislativo con la oposición. Los partidos de la oposición se convirtieron en “jugadores pivote”,[4] aliados necesarios con la capacidad de bloquear al presidente y su partido en cualquier intento de cambiar el statu quo legislativo.


    Las elecciones del año 2000 dieron lugar a la alternancia del poder en la Presidencia de la República, después de 70 años de control por un solo partido político. Además, el control mayoritario del PRI en el Senado llegó a su fin. A pesar de la enorme importancia de estos cambios, las elecciones de 2000 reforzaron, en lugar de alterar, el equilibrio constitucional de poderes establecido en 1997.


    Por un lado, aumentó la dispersión de poder del partido del presidente. El tamaño del grupo parlamentario del PAN en la Cámara de Diputados después de 2000 fue aún menor que el contingente legislativo del PRI durante la segunda mitad del gobierno de Ernesto Zedillo. En 1997, el PRI perdió su mayoría en la Cámara de Diputados, pero conservó su posición como primera fuerza política. Incluso el presidente Zedillo contó con el apoyo de una mayoría del PRI en el Senado hasta el final de su mandato. En cambio, el grupo parlamentario del PAN fue reducido a la segunda fuerza política en ambas cámaras del Congreso.


    La dispersión del poder se mantuvo dentro de ciertos límites para permitir que el presidente y su partido conservaran su posición como un punto de veto en el proceso de formulación de políticas. En efecto, al controlar al menos un tercio de los escaños en la Cámara de Diputados o el Senado, el PAN fue capaz de mantener el poder de veto del presidente. Así impidió que los partidos de oposición pudieran imponer cambios legislativos unilateralmente y anularan por completo la influencia del Poder Ejecutivo en la hechura de las leyes.


    EL VIEJO Y EL NUEVO ESTILO DE HACER LEYES


    El análisis de los poderes constitucionales del presidente mexicano genera expectativa respecto de la relación entre el presidente y el Congreso: si desaparece el gobierno unificado, cae también la Presidencia dominante. El gobierno dividido sobrevino en 1997 y desde entonces la dispersión de poder ha ido en aumento. ¿Hay alguna evidencia empírica que confirme el cambio en la práctica constitucional?


    El principal indicador que prueba el fin de la Presidencia dominante en México es la contribución del Poder Ejecutivo al volumen total de legislación aprobada. Lo que este indicador muestra es que, en un gobierno unificado, el presidente definía la agenda legislativa y el papel del Congreso se reducía a revisar y aprobar las iniciativas introducidas por el Ejecutivo. Por otro lado, en un gobierno dividido, el presidente deja de ser la fuente principal de los cambios legislativos y el Congreso asume la iniciativa.


    Los datos utilizados en este estudio son las iniciativas de ley procesadas en la Cámara de Diputados y en el Senado durante cuatro legislaturas (1991-2003). Las fuentes usadas para la Cámara de Diputados son los Cuadernos de Apoyo (Sistema Integral de Información y Documentación de la Cámara de Diputados) y la Gaceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados. Los Cuadernos de Apoyo son una publicación periódica que compila información sobre las iniciativas de ley presentadas y procesadas en la Cámara de Diputados. Sus propias fuentes son: el Diario de Debates de la Cámara de Diputados, el Diario Oficial de la Federación y la Gaceta Parlamentaria. Dado que esta serie no cubre la LVIII Legislatura (2000-2003), la fuente utilizada para este periodo fue la Gaceta Parlamentaria.


    La Gaceta es una publicación electrónica[5] que actualiza periódicamente la Secretaría de Servicios Parlamentarios de la Cámara de Diputados. Las fuentes de datos para el proceso de legislación en el Senado son el Diario de los Debates del Senado de la República del periodo 1991-2000 y el sitio web del Senado de la República[6] para el periodo 2000-2003.


    Las fuentes utilizadas en este estudio permiten crear una serie de tiempo que cubre cuatro legislaturas, de 1991 a 2003. Las primeras dos de la serie (1991-1994 y 1994-1997) operaron bajo un gobierno unificado y con el PRI controlando la Presidencia y ambas cámaras del Congreso. Las últimas dos legislaturas de la serie (1997-2000 y 2000-2003) operaron con un gobierno dividido, aunque el PRI retuvo hasta el año 2000 la Presidencia y la mayoría en el Senado. De hecho, la LVIII Legislatura (2000-2003) fue la primera en que ninguna mayoría unipartidista tuvo el control de la Cámara de Diputados y el Senado.


    Los datos de la Cámara de Diputados utilizados para este estudio difieren de los reportados por investigaciones previas sobre el proceso legislativo, tales como Nava, Weldon y Yáñez (2000), Casar (2002) y Weldon (2004). Existe una doble ventaja en utilizar los Cuadernos de Apoyo y la Gaceta Parlamentaria. Por un lado, la base de datos está disponible al público y, por otro, permite continuar con la serie cronológica hasta el final de la LVIII Legislatura (2000-2003).[7]


    Los cuadros 1.1 y 1.2 muestran, respectivamente, el número de leyes originadas y aprobadas por la Cámara de Diputados y el Senado en cada una de las cuatro legislaturas. Los datos están desglosados de acuerdo con la fuente que presentó la iniciativa. La Constitución mexicana otorga autoridad para iniciar legislación federal a tres posibles fuentes: legisladores federales (diputados y senadores), Presidente de la República y legislaturas estatales.[8] En cada celda hay una cifra que indica el porcentaje que representa el número de iniciativas respecto al total que aparece en la parte inferior de cada columna.


    Las iniciativas de ley presentadas por los legisladores federales se desglosan de acuerdo con el partido político al cual pertenecen. Las leyes originadas por legisladores de más de un partido político aparecen en la categoría de “iniciativas conjuntas”. Las iniciativas que aparecen en la categoría de “Oposición” son la suma de la legislación iniciada por todos los partidos, a excepción del partido del presidente. Éste es un indicador en relación con legislación iniciada por la oposición y aprobada por cada Cámara. Los proyectos de ley se desglosan de acuerdo con la parte del Congreso al que pertenecen.


    Algunos tipos de legislación han sido excluidos de los datos presentados en los cuadros 1.1 y 1.2. Los datos en ambos cuadros solamente comprenden iniciativas de ley por las que cada Cámara —la Cámara de Diputados en el cuadro 1.1 y el Senado en el cuadro 1.2— fue “Cámara de origen”. Por ejemplo, el cuadro 1.1 excluye las minutas del Senado: iniciativas aprobadas por éste que se enviaron para su aprobación (revisión) en la Cámara de Diputados. Las minutas de la Cámara de Diputados también fueron excluidas del cuadro 1.2. Finalmente, los datos reportados en los cuadros 1.1 y 1.2 toman en cuenta solamente iniciativas de ley que involucran cambios a leyes o enmiendas constitucionales; quedan fuera permisos, condecoraciones, puntos de acuerdo y otros tipos de legislación simbólica.[9]


    Hay límites a los datos presentados en los cuadros 1.1 y 1.2 que deben reconocerse. Uno de ellos es que, al darle el mismo valor a cada iniciativa, los datos ocultan importantes diferencias en la importancia de los proyectos de ley. Otra limitación es que los datos sobre legislación aprobada no toman en cuenta el número de enmiendas a las que pudieron haber sido sometidas durante el proceso legislativo. A pesar de estos límites, la evidencia recolectada pone de manifiesto los cambios en la hechura de las leyes, que a su vez reflejan modificaciones al equilibrio constitucional de poderes.


    Existen grandes diferencias entre los proyectos de ley iniciados en la Cámara de Diputados y las leyes aprobadas por la misma. Estas diferencias reflejan que el proceso legislativo comienza realmente en la fase de comisiones, donde el destino de una iniciativa de ley se decide. Las comisiones legislativas fijan la agenda en cada Cámara, ya que son los dictámenes de comisiones y no las iniciativas de ley originales lo que se debate y se somete a votación en el pleno. Una gran parte de las iniciativas de ley de la Cámara de Diputados (entre 40 y 77%) de las cuatro legislaturas no pasó al pleno, ya que se quedó en la etapa de comisiones. En el Senado, la proporción de iniciativas que se quedaban en la etapa de comisiones alcanzó hasta 87% en la LVIII Legislatura (2000-2003).


    [image: cuadro-1-1.jpg]


    El cuadro 1.1 muestra los diferentes comportamientos en la Cámara de Diputados en un gobierno unificado y en un gobierno dividido. Cuando el PRI tenía la mayoría en ambas cámaras del Congreso (legislaturas LV y LVI), los proyectos de ley presentados por el Ejecutivo representaron entre 82 y 77% del total de iniciativas de ley aprobadas por la Cámara de Diputados. La contribución del Ejecutivo para el volumen total de la producción legislativa superó por mucho al conjunto de las otras fuentes, incluido el grupo parlamentario del PRI.


    La inmensa contribución del Poder Ejecutivo confirma el liderazgo presidencial sobre el contingente legislativo del PRI. El liderazgo implica delegación y el grado en que el PRI delegó facultades al presidente de la República fue sustancial. La mayoría de la legislación promulgada por el Congreso fue elaborada en el Poder Ejecutivo. Como muestra el cuadro 1.1, la legislación iniciada por los diputados representó solamente entre 17 y 22% del número total de las iniciativas de ley aprobadas por la Cámara de Diputados de 1991 a 1997.


    La contribución del grupo parlamentario del PRI al volumen total de legislación varió entre 6 y 7%, a pesar de que dicha fracción contaba con la mayoría de votos en la Cámara de Diputados. Incluso, sólo un tercio de las iniciativas de ley promovidas por el PRI fueron aprobadas, lo cual sugiere que los legisladores del PRI no eran agentes a cargo de la elaboración del programa legislativo del partido.


    El cuadro 1.1 también muestra que, en un gobierno unificado, el papel de la mayoría era impedir que los partidos de oposición interfirieran en la aprobación del programa legislativo de gobierno cuya definición quedaba a cargo del Poder Ejecutivo. Aunque los partidos de oposición iniciaban una parte importante de la legislación, pocas veces las iniciativas avanzaron más allá de las comisiones. Las iniciativas de ley presentadas por los partidos de oposición variaron entre 32 y 57%, pero su contribución al volumen total de la legislación aprobada por la Cámara de Diputados osciló sólo entre 5 y 15 por ciento.


    En suma, el cuadro 1.1 confirma que en un gobierno unificado las mayorías del PRI en el Congreso se limitaron a revisar y a aprobar el programa legislativo, tal como lo definía el Poder Ejecutivo. El presidente de hecho no sólo era el jefe del Ejecutivo sino también del Legislativo. Como consecuencia, prevaleció un modelo centralizado de formulación de políticas públicas, en el que el Poder Ejecutivo definía el contenido del cambio con escasa contribución de otros actores políticos.


    El cuadro 1.1 también muestra la gran influencia que el gobierno dividido ha tenido en el proceso legislativo. La Cámara de Diputados recuperó mucho del terreno cedido al Ejecutivo. En un gobierno dividido, la Cámara de Diputados experimentó un nuevo activismo legislativo. El volumen de legislación iniciada por los diputados se incrementó rápidamente. De las 117 y 165 iniciativas presentadas durante las últimas dos legislaturas con el dominio del PRI, se pasó a 549 y 1 060 durante las primeras dos legislaturas con gobierno dividido. De mayor relevancia resulta la contribución de los diputados al volumen de legislación aprobada por la Cámara, que osciló entre 17 y 22% de 1991 a 1997, y creció hasta 79 y 76% para las primeras dos legislaturas en un gobierno dividido.


    Mucho del activismo legislativo que mostró la Cámara de Diputados después de 1997 provino de los partidos de oposición. El número de iniciativas introducidas por los partidos políticos de oposición se incrementó sustancialmente, al mismo tiempo que decreció el número de iniciativas promovidas por el Ejecutivo. En cuanto el equilibrio de poderes, todos los actores políticos hicieron un ajuste en su comportamiento legislativo. Los legisladores de oposición notaron que su capacidad de influir en el proceso de legislación se había incrementado de manera importante. A su vez, respondieron con la presentación de iniciativas en áreas de legislación que habían sido reservadas exclusivamente para el Ejecutivo.


    El hecho de mayor trascendencia es que los partidos de oposición se volvieron actores relevantes en el cambio legislativo. Bajo el dominio del PRI, la contribución de los partidos de oposición al volumen total de la legislación variaba entre 5 y 15%. Este indicador se disparó hasta 50 y 44% durante las primeras dos legislaturas con gobierno dividido. La importancia de este cambio no puede exagerarse; con gobierno dividido, la contribución de los partidos de oposición al volumen total de la legislación ha sido mayor a la que han hecho el presidente y su partido juntos.


    Por su parte, el presidente Zedillo advirtió que la probabilidad de que sus iniciativas tuvieran éxito había disminuido. Por ello, recortó su agenda legislativa. Durante la segunda parte de su mandato, el número de iniciativas promovidas por el Ejecutivo bajó de 83 a 32. La agenda legislativa del gobierno se incrementó notablemente cuando Fox tomó posesión en 2000, pero permaneció mucho más abajo de los niveles alcanzados con el gobierno unificado.
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    Quizá el indicador más importante del impacto del gobierno dividido sobre el equilibrio constitucional de poderes es la contribución del Poder Ejecutivo al volumen total de legislación producida por la Cámara de Diputados. En las dos últimas legislaturas en las que el PRI tuvo la mayoría, las iniciativas promovidas por el Ejecutivo representaron entre 82 y 77% del total de iniciativas aprobadas por la Cámara de Diputados. Cuando el PRI perdió su mayoría, en 1997, este indicador disminuyó a 20%. Durante la primera mitad del sexenio de Fox, la legislación iniciada por el Ejecutivo solamente representó 18% del volumen total de la legislación. Claramente, con el gobierno dividido el presidente ya no es al mismo tiempo jefe del Ejecutivo y jefe del Legislativo.


    El cuadro 1.2 muestra el proceso legislativo en el Senado de 1991 a 2003. Durante este periodo, el Senado experimentó una transformación que afectó su tamaño, las instituciones que regulan el acceso a los puestos y el equilibrio partidista del poder. En 1994 se duplicó el tamaño del Senado con la introducción de dos escaños extra para cada entidad federativa; un escaño para el partido que ganara la mayoría en el estado y otro para la “primera minoría”, es decir, la segunda fuerza electoral en la entidad.


    Otra reforma constitucional en 1996 introdujo el sistema actual, según el cual hay tres asientos del Senado para cada una de las 32 entidades federales y una circunscripción nacional de 32 asientos. De los tres asientos disputados en los estados, dos son concedidos al partido que gana la mayoría y el restante va a la primera minoría. Los 32 asientos disputados en el ámbito nacional son distribuidos de acuerdo con la representación proporcional de restos mayores (Molinar y Weldon, 2001; Díaz Cayeros, 2005).


    Como consecuencia de los cambios en el diseño institucional y el crecimiento del apoyo electoral a los partidos de oposición, el control del PRI en el Senado disminuyó de 1991 a 2000. En las LV y LVI legislaturas, el PRI tenía más de 70% de los escaños del Senado. En 1997, cuando comenzó el periodo de gobierno dividido debido al colapso de la mayoría del PRI en la Cámara de Diputados, el PRI todavía fue capaz de aferrarse a su mayoría en el Senado. La LVIII Legislatura (2000-2003) fue la primera sin una clara mayoría del PRI en el Senado.


    El cuadro 1.2 refleja estos cambios en el equilibrio partidista del poder. Durante la LV y la LVI legislaturas, un periodo de completo predominio del PRI, el Poder Ejecutivo controló el proceso legislativo en el Senado. La legislación iniciada por el Ejecutivo representaba entre 93 y 100% del número total de iniciativas aprobadas por el Senado. Efectivamente, el papel del Senado se limitaba a revisar y aprobar el programa legislativo del presidente.


    La contribución de legislación iniciada por senadores al volumen total de iniciativas de ley aprobadas por el Senado fue muy marginal durante el periodo de predominio del PRI. La mayoría del PRI parecía haber renunciado al ejercicio de cualquier tipo de contribución independiente al proceso legislativo; delegaba toda la iniciativa al Poder Ejecutivo. Los senadores del PRI raras veces iniciaban la legislación. La oposición era demasiado pequeña como para hacer una contribución significativa. Cuando aumentó la oposición, como en la LVI Legislatura (1994-1997), el volumen de legislación iniciada por los senadores aumentó, pero los partidos de oposición en el Senado todavía eran demasiado débiles para impulsar sus propuestas por medio de comisiones.


    El proceso de legislación en el Senado cambió considerablemente en 1997, cuando el PRI perdió la mayoría en la Cámara de Diputados y el tamaño de la oposición en la Cámara Alta aumentó. A pesar de que el PRI conservaba su mayoría en el Senado, su control sobre la toma de decisiones disminuyó. Debido a que el paso de anteproyectos del Senado por la Cámara de Diputados requirió la formación de coaliciones multipartidarias, la mayoría priista en el Senado tuvo que estar de acuerdo con una mayor participación de la oposición en el proceso legislativo.


    Por consiguiente, se desplomó la capacidad del presidente de la República para fijar la agenda legislativa y conducir el proceso legislativo en el Senado. La contribución del Ejecutivo al número total de iniciativas de ley aprobadas por el Senado disminuyó a 42% en la LVII Legislatura (1997-2000), aun cuando el presidente consiguió que aprobaran la mayor parte de sus iniciativas.


    Al contrario, la contribución de los senadores al volumen total de legislación aprobada por el Senado se incrementó a 55%. De manera sorprendente, este cambio se debió principalmente a una mayor participación de los senadores del PRI en el proceso de legislación. El número de proyectos de ley iniciados por los senadores del PRI creció notoriamente después de 1997, lo que también aumentó su contribución al volumen total de legislación. Era claro que los senadores del PRI redujeron la delegación de su autoridad legislativa al presidente. Conforme aumentó la complejidad de la política en el Congreso, ya no fue posible conducir el proceso legislativo desde las secretarías de Estado.


    Las elecciones de 2000 incrementaron la dispersión de poder dentro del Senado y, por lo tanto, el proceso legislativo se asemejó mucho más al de la Cámara de Diputados. En la LVIII Legislatura (2000-2003), la contribución del Ejecutivo al volumen total de las iniciativas aprobadas por el Senado continuó decayendo hasta 29%. Al mismo tiempo, la contribución de los senadores siguió aumentando hasta alcanzar un inusitado 71 por ciento.


    Lo que distinguió a la LVIII Legislatura en el Senado de las anteriores fue la fuerza de la oposición. Con el partido del presidente Vicente Fox —el PAN— reducido a la segunda fuerza política, la toma de decisiones en el Senado estaba en manos de la oposición comandada por el viejo partido hegemónico, el PRI. Éste y su aliado, el PVEM, que en conjunto tenían la mayoría de votos en el Senado, contribuyeron con 45% de las iniciativas de ley aprobadas por el Senado —por arriba del 43% reunido por el Presidente y su partido.[10]


    El Senado experimentó la misma clase de renacimiento legislativo que la Cámara de Diputados. La cantidad de legislación iniciada por senadores aumentó de cinco iniciativas de ley en la LV Legislatura (1991-1994) a 403 en la LVIII Legislatura (2000-2003). La mayor parte del nuevo activismo legislativo vino de la oposición. Los partidos de oposición iniciaron 66% de las iniciativas de ley presentadas en el Senado en el periodo 2000-2003. Pero el PAN también mostró una cantidad considerable de actividad legislativa. Este partido inició más proyectos de ley que el presidente Fox, confirmando que los altos niveles de delegación de autoridad legislativa al Ejecutivo eran cosa del pasado.


    Finalmente, los datos en los cuadros 1.1 y 1.2 muestran que el gobierno dividido no ha involucrado ninguna reducción en la producción de cambios legislativos. De hecho, el volumen total de legislación medido por el número de iniciativas de ley aprobadas por la Cámara de Diputados y el Senado ha aumentado en comparación con las últimas dos legislaturas en las que el PRI controlaba ambas cámaras del Congreso y la Presidencia. El promedio de iniciativas de ley aprobadas por el Senado durante una sola legislatura —un periodo de tres años— aumentó de 33, bajo un gobierno unificado, a 45 con un gobierno dividido. En la Cámara de Diputados el aumento de la producción legislativa fue incluso más dramático, de un promedio de 128.5 iniciativas de ley bajo gobierno unificado a 206 con gobierno dividido.


    De acuerdo con Juan Linz (1990, 1994) las democracias presidenciales que operan con gobiernos divididos tienen una alta propensión a la parálisis. Los partidos de oposición enfrentan altos costos y escasos beneficios para la formación de coaliciones. Por ello muestran regularmente una baja o nula disposición a cooperar con el partido en el gobierno para la aprobación de cambios legislativos. El resultado es parálisis, entendida como la ausencia de cambios importantes.


    Los datos reportados en los cuadros 1.1 y 1.2 no distinguen cambios menores de cambios significativos y, por tal razón, la pregunta de la parálisis legislativa permanece abierta. Sin embargo, es muy difícil descartar el incremento en la producción legislativa como un mero conglomerado de cambios legislativos irrelevantes. Además, el componente más importante en la producción legislativa provino de las iniciativas promovidas por los partidos de oposición, lo cual contradice la expectativa generada cuando Linz afirma que la oposición carece de incentivos para involucrarse en el proceso legislativo.


    Por el contrario, la evidencia parece confirmar que el gobierno dividido lleva a una mayor competencia, porque influye en la hechura de las leyes, y que esta competencia, por definir el contenido de las políticas, incrementa la incidencia de cambio político (Ceaser, 1986). El gobierno dividido dio fin al monopolio en la confección de políticas ejercido por el Ejecutivo en la era del PRI hegemónico. Por esta razón, el gobierno dividido se asocia con menor injerencia por parte del Ejecutivo en términos relativos y absolutos. Pero la liberalización del monopolio del Ejecutivo no supone una caída en la producción legislativa, debido a la contribución de otras fuentes de cambio, en especial el fortalecimiento de los partidos de oposición.


    UN NUEVO MODELO PARA LA ERA DE GOBIERNO DIVIDIDO


    El análisis de iniciativas de la ley introducidas y procesadas en el Congreso mexicano muestra que el gobierno dividido ha tenido un gran impacto en el proceso de formulación de políticas. Básicamente, se desarrollaron dos nuevas tendencias: el acotamiento del papel del presidente en la confección de las políticas y la dispersión de los promotores del cambio legislativo entre los partidos representados en el Congreso. Sin embargo, estas nuevas características necesitan explicación. ¿En qué condiciones la competencia para moldear el contenido de la política pública entre diferentes actores políticos lleva al cambio legislativo? ¿Cómo y hasta dónde puede influir el presidente en el resultado de la legislación con un gobierno dividido?


    Para explicar la interacción estratégica entre el presidente y el Congreso mexicano, este estudio se basa en el modelo de “política de pivotes”, desarrollado por Keith Krehbiel (1996, 1998).[11] El modelo original fue diseñado para el caso de Estados Unidos. Krehbiel argumenta que los legisladores estadounidenses votan de acuerdo con sus propias preferencias de política y que la influencia de los partidos políticos sobre el comportamiento de los legisladores es irrelevante.


    El modelo desarrollado aquí para el caso mexicano introduce dos restricciones adicionales al modelo original de actores pivote. En primer lugar, siguiendo el trabajo de Josep Colomer (2005), se incorpora el supuesto de una fuerte disciplina partidista. En segundo lugar, se añade como premisa adicional la posición del presidente de la República como líder de su partido. De acuerdo con esta restricción, el titular del Ejecutivo desempeña un papel determinante en el posicionamiento de su partido en torno a asuntos de política pública.


    Un arreglo institucional basado en la no reelección consecutiva, el sistema electoral mixto con listas cerradas, junto con el financiamiento de campañas electorales centradas en los partidos explica la persistencia de un modelo centralizado de partido para el caso del Congreso mexicano (Nacif, 2002, 2004). Weldon (2005) ha recopilado evidencia amplia para documentar la fuerte disciplina que de forma regular prevalece entre los partidos representados en el Congreso, incluso después de la transición de la hegemonía unipartidista a la democracia. Díaz Iturbe (2005) confirma cómo los indicadores de disciplina partidaria son igualmente altos para los diputados como para los senadores.


    El liderazgo presidencial fuerte sobre el partido está menos documentado. Sin duda, el control del presidente sobre su partido ha declinado conforme se incrementaron los niveles de competitividad electoral y otros partidos políticos tuvieron acceso a puestos en los gobiernos federal, estatal y local. Sin embargo, el jefe del Ejecutivo federal permanece como el principal distribuidor de patronazgo político y como la fuente más visible de liderazgo dentro de su partido. La fortuna electoral del partido en el gobierno sigue atada al desempeño del presidente. Por lo tanto, como argumenta Romero (2005), existe un costo por desafiar abiertamente el liderazgo del presidente.


    El modelo desarrollado para explicar los cambios en las pautas de comportamiento que prevalecen en el proceso legislativo tiene tres componentes o conjunto de supuestos: representación de preferencias de política, reglas de decisión y actores pivote.


    Representación de preferencias de política


    En este modelo, los actores tienen funciones de preferencia espaciales que pueden ser localizadas en un solo espacio dimensional. Esto quiere decir que cada actor tiene una “política ideal” que le gustaría poner en práctica y que el nivel de satisfacción es mayor en la medida en que el resultado de la negociación se acerque más a ese punto. Un supuesto adicional es el de funciones de preferencia “simétricas”, lo cual quiere decir que una desviación de la misma magnitud, ya sea a la izquierda o la derecha del punto ideal, produce una reducción similar en los niveles de bienestar del actor. Finalmente, se da por supuesto que los actores tienen información perfecta. En otras palabras, saben las reglas del juego y conocen la política ideal de los otros actores.


    Las preferencias de política pueden ser representadas como funciones en una o en varias dimensiones del espectro ideológico, como pueden ser liberal-conservador, sistema-antisistema o la tradicional izquierda-derecha. Para simplificar el análisis se representarán las funciones de preferencia política en un solo espacio dimensional: la dimensión ideológica izquierda-derecha.


    Ciertamente, los procesos de negociación suelen ser multidimensionales y una representación literal requeriría varias dimensiones que reflejaran la complejidad de temas que una sola pieza de legislación supone. Sin embargo, se justifica usar modelos unidimensionales por dos razones. En primer lugar, no existen técnicas para modelar el fenómeno de negociación entre las ramas del gobierno incorporando más de dos dimensiones. Incluso dos dimensiones ocasionan demasiada complejidad en la identificación de equilibrios. En segundo lugar, Poole y Rosenthal (1991) han mostrado que una sola dimensión representa 85% de la varianza de las votaciones en el Congreso estadounidense. La replicación de este estudio, hecha por Jeffrey Weldon para la Cámara de Diputados en México, confirma que una sola dimensión explica de manera sustancial la varianza en la votación, aunque de menor manera que en el Congreso de Estados Unidos.[12]


    Reglas de decisión


    También con el propósito de simplificar el modelo, se presenta al Congreso mexicano como una legislatura unicameral, que aprueba la legislación por mayoría. Se asume que las comisiones legislativas carecen de poderes de agenda. Por lo tanto, en el modelo, las mayorías legislativas en el Pleno negocian los dictámenes de comisión de acuerdo con reglas abiertas: no hay restricciones al número y tipo de enmiendas que se pueden votar. En consecuencia, los procedimientos parlamentarios permiten al Congreso aprobar la legislación que siempre refleja el punto ideal del “congresista mediano”. Dado el supuesto de partidos disciplinados en el Congreso, el procedimiento de reglas abiertas también supone que la política más preferida del “partido mediano” (el partido que contiene al legislador mediano) prevalece en la votación.[13]


    Hay otras dos reglas de toma de decisión importantes. La primera consiste en que el presidente puede vetar la legislación aprobada por el Congreso. La segunda le otorga a éste la facultad de superar el veto presidencial si vuelve a aprobar la iniciativa con una mayoría especial de dos terceras partes. Las reglas de toma de decisión supuestas en el modelo dan al Congreso la capacidad de definir la agenda en la negociación con el presidente. Cada vez que el Congreso aprueba una iniciativa, el presidente tiene que escoger entre usar su veto o publicar la ley; es una decisión de “tómalo o déjalo”.


    Actores


    En el modelo original de política pivote desarrollado por Krehbiel (1998), en el que los legisladores votan de acuerdo con sus preferencias de política individuales y los partidos políticos son irrelevantes, existen tres jugadores centrales:


    a] el legislador mediano


    b] el presidente


    c] el legislador de veto


    El legislador de veto es aquel que, dada su posición en el espectro político, ejerce el voto decisivo para superar el veto presidencial. Un tercio de los legisladores están localizados ya sea a la izquierda o a la derecha del legislador de veto, dependiendo de la posición del presidente con respecto al legislador mediano. El pivote siempre se localizará del lado del presidente en relación con el legislador mediano. Si el presidente está a la derecha del legislador mediano, un tercio de los legisladores van a localizarse a la derecha del legislador de veto.


    La introducción de partidos políticos disciplinados cambia la naturaleza de los actores involucrados. En lugar de legisladores en lo individual, los jugadores clave ahora son los grupos parlamentarios, cuyo tamaño y posición en el espectro político les permite desempeñar el papel de actores pivote en la confección de las leyes. Los partidos políticos se comportan como grupos de legisladores con preferencias contiguas o próximas en el espectro ideológico, que están comprometidos para actuar como un solo actor (Colomer, 2005). Ellos pueden adoptar sus preferencias de política por simple mayoría o por supermayorías, pero se espera que todos los miembros del partido voten de acuerdo con la preferencia adoptada.


    En el modelo, el partido del presidente adopta lo que se puede llamar “preferencias inducidas por liderazgo”. El presidente, como la fuente principal de liderazgo dentro de su partido, es modelado como un actor que participa con un fuerte poder de agenda y de veto sobre las decisiones adoptadas por la mayoría del partido en el Congreso. Tiene la capacidad de llevar al partido a la adopción de preferencias de política que son más extremas que las del legislador mediano del grupo parlamentario. La disciplina dentro del partido del presidente es reforzada por el poder con que cuenta como titular del Ejecutivo para compensar la cooperación entre los miembros del partido mediante patronazgo (cargos en la administración) y otros bienes clientelistas.


    Dados los supuestos de disciplina partidista y fuerte liderazgo presidencial dentro del partido, los nuevos actores en el modelo son:


    a] El partido mediano: el partido que contiene al legislador mediano


    b] El partido del presidente


    c] El partido de veto: el partido que contiene al legislador cuyo voto permite superar el veto


    Un solo partido puede tener a los tres actores relevantes del modelo, como fue el caso durante el periodo de hegemonía del PRI. Dados los supuestos de disciplina partidista, el gobierno unificado le otorga al presidente el papel de actor dominante en el proceso de formulación de políticas. La figura 1.1 muestra las políticas de equilibrio que resultan con un gobierno unificado (líneas negras) y las compara con los resultados obtenidos en el modelo original de Krehbiel (líneas grises), donde los legisladores votan de acuerdo con sus preferencias políticas individuales y los partidos políticos son irrelevantes. La variable a lo largo del eje horizontal es el statu quo y en el eje vertical tenemos los resultados que se obtendrían de la negociación: las nuevas políticas acordadas por la mayoría del Congreso y el presidente.


    La figura 1.1 muestra un presidente con preferencias extremas. El punto ideal de éste no sólo está a la derecha del legislador mediano (legislador M), sino que también se encuentra a la derecha del legislador de veto (legislador V). Por supuesto, en la realidad los presidentes pueden adoptar posiciones más centradas o moderadas. La figura 1.1 muestra qué clase de resultados legislativos pudieran producirse si un solo partido, disciplinado bajo el fuerte liderazgo del presidente, contuviera tanto al legislador mediano como al de veto; la legislación resultante reflejaría siempre las preferencias del presidente. Una condición suficiente para el cambio de política sería la divergencia entre el statu quo y la política más preferida por el jefe del Ejecutivo.
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    Existen dos efectos importantes que resultan de la introducción en el modelo de la disciplina partidista y el liderazgo presidencial de un solo partido que contiene tanto al legislador mediano como al legislador de veto. Primero, las tendencias centristas desaparecen, pues el presidente tiene la capacidad de llevar a su partido a promulgar políticas extremas. No obstante, una posición muy lejana de aquél con respecto a la del legislador mediano de su partido puede incrementar los costos de la negociación y provocar tensiones entre el gobierno y el grupo parlamentario. La evidencia descubierta por Magar y Weldon (2002), en su estudio sobre la incidencia de los vetos presidenciales de 1917 a 2000, muestra que la relación entre el presidente y su grupo parlamentario no siempre fue armónica, incluso durante el auge de la hegemonía del PRI.[14]


    Al introducir en el modelo la disciplina partidista y el liderazgo presidencial se tiene una segunda consecuencia: el “intervalo de parálisis” desaparece. El intervalo de parálisis es un conjunto de políticas que se encuentra entre los puntos ideales del legislador mediano y el legislador de veto del modelo original de Krehbiel. Las políticas dentro del intervalo de parálisis están en equilibrio, permanecen estables, porque cualquier movimiento fuera del intervalo le sentaría mal a uno de los actores cuyo apoyo es necesario para cambiar el statu quo (el legislador mediano o el legislador de veto en el modelo de Krehbiel).


    No obstante, descartar la parálisis con un gobierno unificado es hasta cierto punto engañoso. Podemos argumentar que, dadas las preferencias políticas extremas del presidente, la parálisis es el resultado de regular con un gobierno unificado. Esto se debe a que si a los legisladores se les permitiera seguir sus propias preferencias, frecuentemente habría una mayoría en el Congreso que votara por otra alternativa a la política del jefe del Ejecutivo. Pero la disciplina partidista y el liderazgo presidencial bajo un gobierno unificado vuelven confuso el concepto de parálisis, ya que convierte al Congreso en un actor con una influencia nula en la confección de las leyes.


    La figura 1.2 muestra el efecto de un gobierno dividido sobre los resultados de la negociación legislativa, en un escenario en que se mantienen constantes la disciplina partidista y el liderazgo presidencial. El gobierno dividido da paso a dos posibilidades, dependiendo de qué partido esté localizado en la posición mediana dentro del espectro político. Si el partido del presidente es el partido mediano, el veto del Ejecutivo se vuelve irrelevante; las políticas resultantes simplemente reflejarán la preferencia del partido mediano. Sin embargo, si un partido de oposición contiene al legislador mediano, es decir, si las preferencias de políticas del presidente son extremas, entonces las políticas resultantes variarán de acuerdo con la localización del statu quo en relación con las políticas más preferidas del partido mediano y del partido del presidente.


    En la figura 1.2, el partido mediano es un partido de oposición y la política preferida por el presidente está localizada en el extremo derecho del espectro político. Un supuesto importante en la figura 1.2 es que el partido del presidente contiene al legislador de veto y, por lo tanto, se convierte en el partido de veto. Para contener al legislador de veto, el partido del presidente necesita controlar por lo menos un tercio de los escaños en el Congreso. Si falla en alcanzar esta proporción de escaños, el partido del presidente se vuelve mucho menos poderoso. De hecho, sin la capacidad de conservar el veto del Ejecutivo, el partido del presidente deja de ser relevante en la negociación si su política preferida es más extrema que la del partido de oposición que contiene al legislador de veto.


    La figura 1.2 muestra claramente que con gobierno dividido, aunque el partido del presidente contenga al legislador de veto, se restringe su capacidad de inducir la promulgación de políticas extremas. El gobierno dividido restaura las tendencias centristas en la hechura de las leyes, que la disciplina partidista y el liderazgo presidencial evitan bajo el gobierno unificado. Cuando el statu quo se mueve a posiciones extremas (intervalos I y IV), la política preferida del partido mediano prevalece; el modelo anticipa que el partido del presidente va a adoptar una posición flexible en la negociación.
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    Si el statu quo cae dentro del intervalo III —la política existente está entre el punto ideal del presidente y la utilidad de éste, equivalente a promulgar el punto ideal del partido mediano (P’)—, el Ejecutivo y el partido mediano tienen incentivos para negociar y alcanzar un acuerdo. Dado el poder de agenda del Congreso, el comportamiento óptimo del partido mediano es hacer una propuesta que el presidente no puede rechazar: aprobar la legislación que acerque el resultado lo más posible a su propio punto ideal, de tal manera que el presidente obtenga una mejoría si mantiene el statu quo. Las políticas resultantes, por lo tanto, tenderán a moverse de posiciones extremas a un punto cercano a la política ideal del partido mediano, próximo al equivalente de utilidad para el presidente de mantener el statu quo. En general, si el statu quo cae dentro del intervalo III, las políticas resultantes van a converger en torno al partido mediano conforme el statu quo se mueve hacia P’.


    La figura 1.2 muestra otra consecuencia importante de un gobierno dividido: la aparición de un intervalo de parálisis. Dentro del intervalo de parálisis, las políticas permanecen estables, incluso si la mayoría en el Congreso apoya una alternativa distinta al statu quo. Los puntos ideales del partido mediano y del partido del presidente definen la extensión del intervalo de parálisis. Cuando el statu quo se ubica dentro de este intervalo, se encuentra en equilibrio, porque cualquier cambio disgustaría al partido mediano o al del presidente. Si el partido mediano aprueba la legislación para modificar las políticas que están dentro del intervalo de parálisis, la respuesta óptima del presidente será vetar el cambio propuesto. Con el legislador de veto del lado del presidente, el partido mediano está condenado a fracasar en su intento de cambiar las políticas existentes.


    Con gobierno dividido, la disciplina partidista y el liderazgo presidencial todavía hacen que los resultados del proceso legislativo difieran con respecto al modelo original de Krehbiel. La línea gris en la figura 1.2 representa los equilibrios resultantes cuando los legisladores votan de acuerdo con sus propias preferencias de política y el veto es el único instrumento que el presidente tiene para influir en la legislación. El intervalo de parálisis va del punto ideal del legislador mediano (legislador M) al punto ideal del legislador de veto (legislador V). La disciplina partidista y el liderazgo presidencial pueden incrementar el tamaño del intervalo de parálisis, el cual ahora abarca al legislador mediano hasta el punto ideal del presidente. Un mayor intervalo de parálisis significa que este último tiene la capacidad de sostener políticas más extremas en contra de la mayoría en el Congreso.


    Pero la figura 1.2 también confirma que, con disciplina partidista y un liderazgo presidencial fuerte, un jefe del Ejecutivo radical puede exigir resultados más extremos del Congreso que en el modelo original de Krehbiel. Sin disciplina partidista ni liderazgo presidencial, un presidente radical se vuelve irrelevante si sus preferencias de política son más extremas que las del legislador de veto; éste empieza a desviar las políticas del legislador mediano hacia el legislador V’, es decir, el equivalente de utilidad del legislador de veto en relación con la política ideal del partido mediano. Después de introducir disciplina partidista y liderazgo presidencial, el jefe del Ejecutivo permanece como un actor pivote, sin importar qué tan extremas sean sus preferencias de política. El partido del presidente empieza a desviar políticas hacia el legislador mediano en P’ en lugar del legislador V’.


    En suma, en un sistema donde prevalezca la disciplina partidista y el liderazgo presidencial, la transición de un gobierno unificado a uno dividido tiene dos importantes consecuencias: produce una tendencia a moverse de posiciones extremas hacia el centro y reduce la oportunidad de experimentar políticas radicales. El sistema se acerca más al modelo original de Krehbiel, donde las fuerzas centrípetas son más fuertes y se restringe la capacidad del presidente de mantener políticas públicas extremas.


    El modelo de los actores pivote con disciplina partidista y liderazgo presidencial ayuda a explicar el impacto del gobierno dividido en el proceso de formulación de políticas públicas en México. Uno de los efectos del gobierno dividido es que el presidente pierde su capacidad de controlar la agenda en el Congreso, un poder que tenía con el gobierno unificado, gracias a su indiscutible liderazgo sobre el partido en el gobierno. El colapso del poder del presidente para fijar la agenda dio paso a la competencia entre los partidos políticos representados en el Congreso por influir en la confección de las políticas. Esto explica el aumento de las iniciativas promovidas por los diputados desde que el PRI perdió la mayoría en el Congreso, en 1997.


    El modelo de los actores pivote también muestra cómo cambia el papel del presidente y su partido con la llegada del gobierno dividido. El jefe del Ejecutivo pierde su capacidad de dirigir cambios de políticas públicas. Su capacidad de influir en la legislación aprobada depende de su posición con respecto al partido mediano. Si el punto ideal del presidente se encuentra al centro del espectro político —dividiendo en dos partes a la oposición—, sus propuestas prevalecerán. Pero si un partido de oposición contiene al legislador mediano, es decir, si todos los partidos de oposición se localizan ya sea a la izquierda o a la derecha del partido del presidente, éste asumirá un papel puramente reactivo; la iniciativa se originará en la oposición.


    La disminución de la legislación promovida por el Ejecutivo con respecto al producto total de legislación después de que el PRI perdió su mayoría indica que el presidente Zedillo tenía preferencia por las políticas extremas en comparación con el legislador mediano. Al anticipar una alta probabilidad de derrota en el Congreso, el presidente Zedillo disminuyó su agenda legislativa. El presidente Fox fue menos extremista que su predecesor, pero con el realineamiento del PRI hacia la izquierda después de la derrota en 2000, su intención de encabezar un gobierno proactivo se frustró. En consecuencia, la contribución del presidente Fox al total de legislación promulgada por el Congreso fue menor que la del presidente Zedillo.


    En el modelo de los actores pivote, los partidos de oposición son motivados por el deseo de influir en las políticas públicas. Se espera que asuman el papel de promotores de la legislación con gobierno dividido, dado que su nuevo papel como jugadores pivote les abre la oportunidad de mover las políticas en la dirección que ellos deseen. La evidencia acerca del proceso de legislación en México parece confirmar que el comportamiento de los partidos de oposición se orienta a influir en la legislación y que su capacidad de moldear políticas públicas ha aumentado considerablemente.


    El modelo de los actores pivote ayuda a explicar una de las consecuencias más paradójicas del gobierno dividido en México: el incremento del volumen total de legislación aprobada. Para ser honestos, el modelo no predice que el gobierno dividido provocará un incremento en la producción legislativa. De hecho, el modelo prevé que con un gobierno dividido algunas políticas se paralizarán. Pero el modelo también especifica dos condiciones para la aprobación de cambios legislativos: un cambio en las preferencias de los actores pivote y una devaluación del statu quo producido por un shock político externo. Las elecciones pueden inducir cambios en las preferencias de políticas de los actores pivote, dejando a las políticas existentes fuera de equilibrio. Por definición, las políticas existentes están fuera de equilibrio cuando los actores pivote enfrentan incentivos para cooperar y cambiar el statu quo.


    Los cambios en las preferencias de política de los actores pivote son una de las fuerzas detrás del aumento en el volumen total de legislación después de 1997. Una caída de 10% en el apoyo electoral del PRI no sólo condujo a un gobierno dividido, sino que también movió al partido mediano hacia la izquierda del espectro político en muchos temas, dejando un número de políticas fuera de equilibrio. Después de 1997, el PAN se convirtió en el partido mediano en varios temas y, por lo tanto, en el mayor promotor de iniciativas aprobadas por el Congreso.


    Las elecciones de 2000 cambiaron todo esto. El triunfo de Vicente Fox movió la Presidencia hacia la izquierda de donde estaba con el gobierno previo. El realineamiento del PRI hacia la izquierda del PAN fue quizá uno de los mayores cambios en preferencias de política después de las elecciones del año 2000. El reposicionamiento de los actores pivote dejó fuera de equilibrio a un gran número de políticas y rápidamente hizo posibles algunos acuerdos legislativos que habían sido descartados. Un ejemplo de esto es la reforma constitucional sobre los derechos y la cultura indígena, aprobada justo después de que Fox asumiera la Presidencia.


    El modelo de los actores pivote muestra que el gobierno dividido convierte al veto presidencial en un instrumento muy importante para el partido del presidente en la negociación de cambios legislativos. Sin el veto presidencial, la influencia del partido del presidente se restringiría en exceso. Sin embargo, el modelo de los actores pivote no predice la incidencia del veto presidencial con gobierno dividido. El presidente puede hacer que se sienta la influencia de su veto sin utilizarlo. La lógica de las reacciones anticipadas sugiere que, en equilibrio, no debiera ocurrir ningún veto. De acuerdo con esta lógica, la incidencia de vetos es una aberración que responde a dos posibles causas: información incompleta, incluyendo evaluaciones equivocadas de las preferencias del presidente, o intentos de publicitar posiciones de política (Baron y Ferejohn, 1989; Cameron, 2000).
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Cuadro 1.2. Iniciativas de ley originadas y aprobadas por el Senado mexicano, 1991-2003°

W legislotura (Vi Legislatura LVl Legislatura LIl Legislatura
1991-1994 19941997 ~1997-2000 20002003
Fuente Iniciodas  Aprobados Iniciadas  Aprobodas Iniciodos  Aprobadas  Iniciadas _ Aprobadas
Ejecutivo 40(89)  40(93) 23(28)  23(100) 18(15)  17(42) 23(5)  15(9)
Senadores 501 30 867 00 96(82)  22(55) 403(01)  36(71)
PRI 12 1 5(6) 0(0) 3207) 13032 17139 18(35)
PAN - - 33(40) 0(0) 41(38) 4(10) 74017) 7(14)
PRO 306 102 5(6) 0(0) 19(16) 2(5) 62(14) 102
PCEML - - - - - - 59(13) 5(10)
Conjuntas. 102) 102) 5(6) 0(0) 4(3) 3(7) 37(8) 5(10)
Oposicion 3(8) 102 38 (46) 0 60(51) 6(15) 292(86)  24(47)
Legislaturas estatales’  0(0) 0(0) 1208 0() 303 102 15(3) 0(0)
Total 45(100)  43(100) 82(100)  23(100) 117(100)  40(100) 441(100)  51(100)

* Los datos incluyen iniciativas originadas en el Senado. Se excluyeron permisos,legislacion simbolica e iniciativas originadas en la Camara de Diputados.
* Incluye la Asamblea de Representantes del Distrto Federal

Nota: as cifras entre paréntesis corresponden al porcentaje que cada rubro representa respecto al total que aparece al final de la columna.

Fuentes: Senado de la Republica, Direccion General de Archivo Histérico y Memoria Legislativa, Diario de los Debates, 1875-2000 (México, D.F,, 2004) para
el periodo de 1997 a 2000y <httpy//www.senado.gobmx/mesa> y <httpy/silgobernacion.gobmx> para la VIl Legislatura.
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Figura 1.2. Resultados de politicas en equilibrio con gobierno dividido.
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Cuadro 1.1. Iniciativas de ley originadas y aprobadas por la Camara de Diputados en México, 1991-2003°

Wlegislatura WV Legislaturo Vil Legislatura LVIll Legislatura
1991-1994 1994-1997 1997-2000 2000-2003
Fuente Iniciodas  Aprobadas Iniciados _ Aprobadas Iniciodos  Aprobadas Iniciodas  Aprobadas
Ejecutivo 124(51) 122(82) 84 (33) 83(77) 32(5) 28(20) 61(5) 50 (18)
Diputados 17 (48) 26(17) 165 (66) 24(22) 549 (91) 108 (79) 1060 (88) 210 (76)
I 30(12) () 19(8) 7(8) 86(14)  15(11) 306(25) 54 (20)
PAN 26(1) 403) 79 (31) 8(7) 168 (28) 31(23) 265(22)  65(24)
PRD 32(13) 201 45(18) 30) 157 (26) 20(15) 294 (24)  45(16)
4 - - 8(3) 30) 23(4) 7(5) 4(3) 6(2)
PCEML - - - - 44(7) 8(6) 74(6) 14(5)
copPN - - - - - - 6(0) 0(0)
Otros partidos. 18(5) 11 00 0() 0(0) 0(0) 2(2) 0(0)
En conjunto 10(4) 8(s) 2(1) 1010 61(10) 25(18) 2B 250
Independientes 10 0(0) 12(5) 2(2) 10(2) 2(1) nm 10
Oposicion 7731) 76 144 (57) 16(15) 402 (66) 68(50) 732(61) 120 (44)
Congresos locales® 2(1) 1(1) 2(1) 1(1) 25(4) 1(1) 86(7) 15 (5)
Total 243(100)  149(100) 251(100) 108 (100) 606(100)  137(100) 1207 (100) 275 (100)

*Los datos incluyen las iniciatives originadas en la Camara de Diputados. Se excluyeron permisos, egislacion simbolica € iniciativs originadas en el Senado.
® Incluye la Asamblea de Representantes del Distrito Federa.

Nota: as cifras entre paréntesis corresponden al porcentaje que cada rubro representa respecto al total que aparece al final de fa columna.

Fuentes: Sistema Integral de Informacién y Documentacion de la Camara de Diputados para el periodo de 1991 2 2000 y Gaceto Porlamentaria (<htpy/
gaceta.cddhcu.org.mx>) para Ia LVIIl Legislatura (2000-2003).
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Figura 1.1. Resultados de politicas en equilibrio con gobierno unificado.






